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Esta tesis está dedicada a cada una de las personas que han existido en este 
mundo, a cada uno de nosotros que hemos aportado con un grano de arena en el 
desarrollo de esta historia que aún no tiene fin. Algunos han ocupado posiciones 
de poder, otros como actores secundarios, casi todos nosotros, hemos estado 
viviendo tras bambalinas. Si de algo estoy seguro es que no podemos entender un 
absoluto, pero si podemos estudiar a los sujetos de acuerdo con las huellas que 
nos han dejado. Quizás, nunca sabremos de manera absoluta la verdad, pero si 
podemos entender un momento, un sentimiento y una forma de vida que nos 
puede sacar más de una lección para nuestro presente.  
 Hemos pasado muchos años por acá, a ratos nos detenemos a pensar el por 
qué de las cosas, pero si considero que es necesario, por el bien de nuestra 
sociedad, hacernos preguntas, ir donde existe la oscuridad o la obviedad. Siempre 
habrá sorpresas, siempre habrá más preguntas que respuestas. La misión del 
historiador no es solamente satisfacer sus necesidades y su egocentrismo 
profesional, sino también es un deber supremo dar a conocer su conocimiento, 
despertar el cariño por la historia, por sus propias raíces y porqué vive una 
determinada realidad que muchas veces no se ha preguntado cómo y de qué 
forma ha sido construida. 
 Probablemente este trabajo se quede dormido algunos años en una 
biblioteca o repositorio vacío, pero tengo la esperanza que, en el futuro, un 
investigador, con ansiedad por este momento vivido o estudiado, lo interrogue y 
sepa que independientemente del momento que la haya observado, siempre sabrá 
que no fue suficiente, se pudo hacer más o se pudo navegar un poco más allá en 
lo profundo de esa abstracción llamada pasado. Yo solo quise dar lo mejor de mí, 
mas que mal no soy historiador las veinticuatro horas del día, sino que soy un 
sujeto más de mi presente, con un sinfín de preocupaciones pero que busca nutrir 
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En 1593 el gobernador español Martín Oñez de Loyola fundó el 
corregimiento de Colchagua que limitaba al norte con el río Maipo y por el sur 
con el estero de Guayquillo y Linahue. Posteriormente, después de cien años, el 
gobernador Martín de Poveda creó el corregimiento de Rancagua que redujo las 
dimensiones del territorio de Colchagua y su límite norte sería el río Cachapoal. 
Esta división administrativa se mantuvo sin modificaciones por más de cien años 
hasta que a mediados del siglo XVIII el gobernador Manso de Velasco fundó las 
villas de San Fernando (1742) y Curicó (1743), dividiéndose nuevamente el 
territorio y conformándose el área que históricamente ha pertenecido a la zona 
Colchagua. 
Posteriormente, después de la independencia nacional, surgió una nueva 
división territorial del país, donde los gobiernos locales, a partir de 1823, se 
subdividieron en departamentos, delegaciones, subdelegaciones, prefecturas e 
inspecciones, quedando Colchagua en la categoría de delegación y dependiendo 
jerárquicamente del departamento de Santiago. Siguiendo el antiguo modelo 
Borbón este se manifestaba en el fraccionamiento del territorio y fue 
precisamente confirmado en esta década con la creación de unidades pequeñas 
con el fin de administrar de mejor manera el espacio geográfico
1
.  
Gracias a las Leyes Federales en 1826, surgió la Provincia de Colchagua cuya 
capital fue la ciudad de Curicó y se mantuvo de esta manera hasta 1833 cuando 
se subdividió a Colchagua en tres departamentos, siendo estos los de Caupolicán, 
San Fernando y Curicó. La división anteriormente señalada se conservó por todo 
el resto del siglo XIX hasta pasado el primer cuarto del siglo XX cuando el 
Departamento de Caupolicán pasó a depender de la Provincia de O´Higgins. 
Respecto a sus localidades, estas fueron casi todas de origen espontáneo y sin 
mayor planificación. De esta manera, su surgimiento fue muy diverso, siendo 
estos en un principio desde lugares de asentamiento indígena (pueblos de indios), 
                                                          
1
 María Carolina Sanhueza, La primera división político-administrativa de Chile, 1811-1826. (Santiago: 
Historia, 2008) 447-493. En https://dx.doi.org/10.4067/S0717-71942008000200005 
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culto religioso, cruces de caminos o rinconadas en los lomajes. Cabe destacar que 
en la zona del Departamento de Caupolicán, el asentamiento más importante ha 
sido históricamente el de Río Claro, fundado en 1695, el que pasó a denominarse 
Rengo por un decreto presidencial durante el gobierno de José Joaquín Prieto en 
1831. 
Por otra parte, es preciso señalar que en este mismo espacio temporal, el 
origen de la población local estuvo estrechamente ligado con sus primeros 
habitantes. Estos fueron una población nativa diversa y poco investigada, la que 
fue sometida al Imperio del Tahuantinsuyo. Asimismo, esta zona fue el área 
fronteriza que dividió al Imperio de los Incas con las regiones no conquistadas 
del sur de Chile que se encontraban pobladas por los mapuches. Una vez iniciada 
la conquista y colonización española de la región, según las fuentes de la época, 
se experimentó un importante grado de despoblamiento y aunque continuaron 
coexistiendo algunos antiguos habitantes junto con los nuevos colonizadores-
encomenderos, los primeros finalmente terminaron siendo asimilados, sometidos 
y rápidamente influenciados por los europeos
2
. 
Después de la Batalla de Curalaba y la destrucción de las ciudades del sur del 
Reino de Chile en 1598, se inició el proceso de reparto de mercedes de tierra, las 
cuales eran entregadas de acuerdo a los méritos de los peticionarios. A criterio de 
autores como James Lockhart, este observó que resultaba improbable que estas 
propiedades tuviesen antecedentes de encomiendas, pues se fundaban en lugares 
donde había poca densidad indígena
3
. Estos nuevos dueños, en su mayoría 
militares de la Guerra de Arauco, fueron los primeros propietarios de estas 
unidades productivas (conocidas en Chile bajo el nombre de estancias) las que se 
desarrollaron durante todo el siglo XVII y buena parte del XVIII. Asimismo, 
según el historiador chileno Mario Góngora, señaló que este mismo grupo de 
propietarios (en el caso de su investigación en el cercano valle del Puangue) 
                                                          
2
José Bengoa, Historia rural de Chile central. Tomo I. La Construcción del Valle Central de Chile 
(Santiago: LOM, 2015) 23. 
3
 James Lockhart, Encomienda and Hacienda: the Evolution of the Great Estate in the Spanish Indies", 
The Hispanic American Historical Review, XLIX, (Durham, N .C., 1969) 411-429. 
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junto con algunos antiguos encomenderos
4
 también tuvieron algunas concesiones 
territoriales, aunque menos numerosas que los que recibieron directamente 
mercedes de tierras hacia finales del siglo XVI. 
Cabe destacar que para poder entender este nuevo proceso económico-
productivo, en sus inicios este fue de crecimiento paulatino en torno a la 
actividad ganadera y posteriormente se desarrolló una agricultura de tipo 
comercial en base al trigo.  
Además, es preciso ubicarse dentro de un contexto un poco más amplio, 
porque este desarrollo fue motivado gracias al desarrollo minero de la zona de 
Potosí más la demanda de variados productos para abastecer la zona militarizada 
de La Frontera en el Biobío y posiblemente, aunque poco probable por la 
excesiva competencia comercial, se agregó la demanda de algún centro poblado 
de mayor densidad como Santiago
5
. También, durante los siglos XVII y XVIII, la 
economía de la zona se fue complejizando, desarrollándose en ella las 
herramientas y la infraestructura necesaria, aunque siempre rústicas, para este 
comercio a mediana y larga distancia, que alcanzaría su cúspide en el período 
colonial con la apertura del mercado peruano durante la segunda mitad del siglo 
XVIII. 
De esta manera, para poder entender de una mejor forma la génesis de la 
propiedad en Chile, es posible apoyarse (para nuestro mejor entendimiento) en 
los trabajos que hacen mención a la historia económica rural realizados en 
América Latina. Así, podemos constatar que ha habido importantes aportes en 
cuanto a la historia rural de la región, pero como lo señalaremos en las siguientes 
líneas, se ha carecido de un análisis específico en cuanto a los tipos de propiedad 
existentes, sus disputas y, sobre todo, respecto al papel que jugó la justicia en la 
constitución y construcción de esa propiedad. 
Así, aportes como el de Enrique Florescano en relación con la formación y 
desarrollo de la estructura económica de la hacienda en Nueva España, nos 
                                                          
4
 Mario Góngora y Jean Borde, Evolución de la propiedad rural en el valle del Puangue (Santiago: 
Instituto de Sociología, 1956) 29. 
5
 Mario Góngora y Jean Borde, Evolución de la propiedad rural en el valle del Puangue, (Santiago: 
Instituto de Sociología, 1956) 125. 
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permite comprender este proceso de nacimiento y evolución de la propiedad rural 
en la región. El autor ha señalado que en el caso mexicano la multiplicación del 
ganado europeo cimarrón en los siglos XVI y XVII cambió súbitamente la fauna 
del lugar al igual que la plantación de especies foráneas, que promovidas por 
diversos factores, terminaron derivando en la creación de nuevas actividades de 
las cuales surgieron figuras colonizadoras como las del estanciero y el vaquero, 
quienes en la búsqueda de actividades más lucrativas y promovidas por el 
aumento de la demanda comercial agropecuaria, se estimularon lo 
suficientemente para que las haciendas ganaderas empezaran a incluir dentro de 
sus límites a las manadas errantes de ganado cimarrón
6
.  
Otro aporte interesante y que se conecta con el párrafo anterior es el 
mencionado por Murdo J. Macleod, quien señaló que la pronunciada disminución 
demográfica del siglo XVII y en los años inmediatos, generó en los trabajadores 
rurales mayores oportunidades laborales. Asimismo, el autor hizo mención a los 
acuerdos de arrendamientos de tierras, donde dijo que pesar de ser estos contratos 
entre partes asimétricas, satisfacían muchas necesidades comerciales de ambos 
lados. De este modo, los hacendados permitieron el uso de tierras marginales que 
raramente necesitaban y así obtuvieron como recompensa una fuerza de trabajo 
estable sin tener la obligación de pagar salarios
7
.  
Paralelamente, cabe destacar que en el mismo período de desarrollo 
agropecuario de Nueva España, en Chile también había nacido un nuevo sistema 
productivo. Este se desarrolló sin la interferencia de las autoridades burocráticas 
coloniales o con la explotación de las encomiendas realizadas durante la primera 
etapa de presencia europea en la zona. En este nuevo modelo de explotación, los 
estancieros o también llamados hacendados comenzaron a retener a sus 
trabajadores (quienes poseían diversos orígenes étnicos) dentro los límites de sus 
propiedades y a compensarles. Desde entonces, los propietarios se convirtieron 
en amos, jueces y legisladores de los habitantes que residían en estos latifundios. 
                                                          
6
 Enrique Florescano, “Formación y estructura económica de hacienda en Nueva España”. En Leslie 
Bethell, Historia de América Latina y el Caribe Tomo 3, (Barcelona: España, Crítica, 1990) 90-104. 
7
 Murdo J. Macleod, “Aspectos de la economía interna de la América española colonial: fuerza de trabajo, 
sistema tributario, distribución e intercambios”. En Leslie Bethell, Historia de América Latina y el Caribe 
Tomo 3, (Barcelona: España, Crítica, 1990) 158. 
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De ahí en adelante, estos territorios pasaron a estar permanentemente habitados y 
divididos internamente en zonas de barbecho y cultivo, además de bodegones 
para guardar los productos de las cosechas, viviendas para los propietarios y 
administradores, chozas para los trabajadores e instalaciones para las 
herramientas y pequeñas artesanías
8
.  
Asimismo, se puede complementar las conclusiones de Murdo J. Macleod 
con las del historiador sueco Magnus Mörner, quien, haciendo un repaso más 
extenso, sostuvo que con la llegada de los conquistadores españoles durante el 
siglo XVI a América del Sur, en un principio la adquisición de tierras no fue el 
principal objetivo de estos europeos sino que fue el desarrollar principalmente la 
explotación minera. Así, los españoles en sus respectivos pueblos dispusieron de 
la población indígena campesina de las zonas adyacentes a sus asentamientos y 
los sometieron al servicio de la encomienda, lo que les proporcionó no solamente 
metales sino también el abastecimiento de alimentos. De esta manera, hacia 
finales de este siglo, agregándose otros factores como la inmigración peninsular, 
el aumento de la demanda de alimentos que los agricultores indígenas no podían 
suministrar (tales como carne, trigo y vinos) hizo que al igual que en Nueva 
España, en Sudamérica se desarrollaran las haciendas, que conectadas en un 
principio con los mercados locales lograron satisfacer tal demanda. Para Mörner, 
ejemplo de estas zonas demandantes, fueron las ciudades, los centros mineros o 
los enclaves militares. De esta forma, es posible concluir que finalmente pudo 
cooperar el elemento especulativo con la creación de las haciendas o estancias, 
cuya mano de obra en Chile estuvo proporcionada en un principio por indios 
encomenderos, mapuches en calidad de prisioneros de guerra y esclavizados, 
indios huarpes y africanos también esclavizados y finalmente mestizos. Así, se 
puede señalar que estas unidades productivas fueron estimuladas favorablemente 
por los pequeños mercados internos, que dieron inicio a las mencionadas 
estancias, pero estas solo proporcionaron una exigua oferta, producto de la baja 
                                                          
8
 Enrique Florescano, “Formación y estructura económica de hacienda en Nueva España”. En Leslie 
Bethell, Historia de América Latina y el Caribe Tomo 3, (Barcelona: España, Crítica, 1990) 90-104. 
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demanda (como veremos más adelante) pero su aumento fue continuo y 
creciendo a medida que fue avanzando el período colonial. 
Al igual que todos los autores consultados, el aumento de la productividad 
estanciera vino recién entrándose en el siglo XVII cuando la demanda de sebo 
por parte del Alto Perú (Potosí) logró ser satisfecha por la producción chilena. 
Así, aprovechándose de este impulso, el territorio del Valle Central de Chile 
logró satisfacer tal demanda, gracias a la tenencia de una mano de obra 
suficiente, aunque escasa, para poder explotar productivamente la ganadería y así 
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Por otra parte, cabe destacar que a partir del siglo XVIII aumentó de forma 
considerable hacia el Perú las exportaciones agrícolas, generando importantes 
efectos económicos, sociales y en la propiedad rural de estos espacios ubicados 
en el Valle Central chileno. Según Mörner, el impacto de las exportaciones de 
trigo coincidió con el aumento demográfico de Chile, acrecentando como 
consecuencia directa el valor de la tierra agrícola, la que se fue haciéndose con el 
tiempo cada vez más escasa y de mayor valor económico. Como resultado de lo 
anterior, también aumentó el precio de los arriendos pagados en dinero o especies 
por parte de los inquilinos. Así, estos arrendatarios precarios, asfixiados por el 
alto valor de los cánones de arrendamiento finalmente tuvieron que alquilarse a sí 
                                                          
9
 Magnus Mörner, “Economía rural y sociedad colonial en las posesiones españolas de Sudamérica”. En 
Leslie Bethell, Historia de América Latina y el Caribe Tomo 3, (Barcelona: España, Crítica, 1990) 122-
130. 
10
 Magnus Mörner, “Economía rural y sociedad colonial en las posesiones españolas de Sudamérica”. En 
Leslie Bethell, Historia de América Latina y el Caribe Tomo 3, (Barcelona: España, Crítica, 1990) 133. 
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mismos en forma de jornaleros, perdiendo la independencia y autonomía que 
gozaron durante el siglo XVII
11
.  
Por otra parte, como se verá en la presente tesis, en relación con las 
características de comportamientos y relaciones sociales, la clase dirigente local 
y otros sectores sociales, durante los siglos XVII, XVIII y XIX, se caracterizaron 
por su marcada endogamia en cuanto a la conformación de matrimonios con 
familias emparentadas y cercanas geográficamente, pudiendo también estos 
clanes incluir a personas de origen externo, siempre y cuando beneficiasen a los 
intereses del propio grupo familiar. Del mismo modo, otra característica fue que 
el grupo social dominante continuó aumentando su poder a nivel local en la 
medida que fue avanzando período colonial hasta llegar a la independencia. Esto 
se debió a la escasa presencia del Estado en la zona y además se sumó que la 
burocracia creada durante la etapa de las Reformas Borbónicas fue cooptada por 
estos grupos dirigenciales locales. Se puede inferir a través de los estudios de 
José Bengoa, Gabriel Salazar y Mario Góngora
12
 que esta autonomía tanto 
administrativa como económica, se desarrolló dentro de una marcada 
jerarquización social, donde cada grupo o segmento vivía influenciado por una 
serie de estereotipos, relaciones sociales, productivas y vivenciales que se 
reflejaban, por ejemplo, en su posición y comportamiento ante las autoridades 
judiciales y administrativas, ya sean estas del período colonial o republicano.  
A estas evidencias se agrega que, para James Lockhart la propiedad pasó a ser 
un elemento central dentro de la lógica del poder y prestigio de un clan familiar, 
debido fundamentalmente a su valor y escasez, pero hay que destacar que el 
concepto de propiedad y su valoración irán variando desde los inicios del período 
colonial hasta la etapa fundacional republicana. Primero, a la propiedad no habría 
                                                          
11
Magnus Mörner, Economía rural y sociedad colonial en las posesiones españolas de Sudamérica. En 
Leslie Bethell, Historia de América Latina y el Caribe Tomo 3, (Barcelona: España, Crítica, 1990)134. 
12
 Para profundizar sobre estas temáticas es recomendable lecturas de autores como, Mario Góngora: 
Evolución de la propiedad rural en el Valle de Puangue, Origen de los inquilinos de Chile Central; 
Encomenderos y estancieros: estudios acerca de la constitución social aristocrática de Chile después de la 
conquista, 1580-1660; de Gabriel Salazar: Historia de la acumulación capitalista en Chile (apuntes de 
clase), Historia contemporánea de Chile, Labradores, peones y proletarios: formación y crisis de la 
sociedad popular chilena del siglo XIX; y de José Bengoa, La cuestión del trigo y la región cerealera en 
Chile, Historia social de la agricultura chilena e Historia rural de Chile central, Tomo I. 
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que asociarla exclusivamente a las extensiones de tierra, sino habría que sumarle 
a ella los animales, las herramientas de trabajo y la producción agrícola.  
Justamente, tanto las rentas como el prestigio social estuvieron asociados 
directamente a los animales, mucho antes que la misma tierra y en la medida en 
que los mercados fueron creciendo y la demanda aumentando, la tierra comenzó 
a tener una importancia cada vez mayor, lo que significó el aumento de las 
disputas judiciales en torno a ella. Así, la propiedad rural, en el sentido amplio 
del término, sirvió de conductor y facilitador, a través de la cual un individuo o 
una familia lograron (en su respectivo medio social y geográfico) sacar 
beneficios y dominar aspectos de la economía, las relaciones sociales y poder 
para actuar dentro de la burocracia local
13
.  
Según palabras de Lockhart, se pudo apreciar en las acciones sociales del 
sector terrateniente local, la existencia de una tendencia hacia el corporativismo 
social donde las personas se aglutinaban cuando realizaban actividades similares, 
dando forma a un grupo social particular donde en su interior se dieron tanto 
alianzas como conflictos
14
. De modo adicional, agrega el historiador Víctor 
Brangier, gracias a la revisión de las causas judiciales, (donde claramente abunda 
el conflicto) ha permitido comprender que estos sujetos sociales dirigenciales, y 
otros participes en estos espacios, con el tiempo fueron asimilando los cambios 
institucionales. Adicionalmente, estos fueron agregando, nuevas nociones de 
propiedad rural y también sobre nuevas formas de usufructuar la tierra
15
.  
Este nuevo fenómeno generó para el autor una importante consecuencia, el 
surgimiento de nuevos tipos de conflictos interpersonales y vías renovadas del 
uso de la justicia ordinaria que perfilaron su propia legitimación institucional a 
partir de la aceptación social
16
. 
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James Lockhart. En Leslie Bethell, Historia de América Latina y el Caribe Tomo 3, (Barcelona: España, 
Crítica, 1990) 68-69. 
14
James Lockhart. En Leslie Bethell, Historia de América Latina y el Caribe Tomo 3, (Barcelona: España, 
Crítica, 1990) 73. 
15
 Victor Brangier, “Uso social de la persecución judicial. Zona centro-sur de Chile, 1830-1870”. En 
Estudios Ibero Americanos (Porto Alegre: Estudios Ibero Americanos, 2017) v. 43, n. 3, 165. 
16
 Victor Brangier, “Uso social de la persecución judicial. Zona centro-sur de Chile, 1830-1870”. En 
Estudios Ibero Americanos (Porto Alegre: Estudios Ibero Americanos, 2017) v. 43, n. 3, 165. 
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De esta manera, el poder y control social realizado por el grupo alto de 
terratenientes durante la Colonia e inicios del período post independencia, se 
oficializó y consolidó en la década de 1820 con la elección de corregidores 
(posteriormente llamados subdelegados), quienes no solamente poseían 
atribuciones judiciales, sino que simultáneamente asumían funciones 
administrativas y de seguridad, siendo dicha labor completamente gratuita. A su 
lado y como brazos auxiliares, actuaban para esta autoridad los tenientes 
corregidores que en su mayoría tenían un origen local y estaban circunscritos a 
un pequeño territorio que coincidía con su área de residencia.  
Además, es preciso señalar que todo recurrente que asistiera a estas instancias 
judiciales debía prestar declaración ante este tipo de jueces, los que carecían de 
una formación profesional, actuando estos en calidad de jueces legos, es decir sin 
instrucción formal en derecho
17
.  
Asimismo, con la creación del Reglamento de Justicia de 1824 se reguló que 
los funcionarios judiciales locales debían administrar las causas civiles de menor 
y mínima cuantía y, en materia criminal, delitos leves y faltas. Cabe destacar que 
estos administradores de justicia tuvieron una importante independencia 
burocrática hasta la década de 1830, cuando comenzó a desarrollarse un mayor 
control administrativo y fiscalizador por parte del Gobierno Central mediante el 
accionar de los Jueces de Letras
18
. Así, sujetos de distintos estratos sociales, 
principalmente medios y medio-altos, accedieron a la justicia formal como una 
alternativa para concluir o esclarecer disputas interpersonales
19
.   
Además, cabe destacar que muchas de estas disputas interpersonales fueron 
protagonizadas por residentes poco visibilizados por la historiografía tradicional 
                                                          
17
 María Teresa Cobos y Santiago Lorenzo, “Esquema de la administración de justicia en las áreas rurales 
chilenas 1700-1786”. En Revista de Derecho (Valparaíso: Revista de Derecho de la Pontificia 
Universidad Católica de Valparaíso N°9: 1985) 69-70. En 
http://www.rdpucv.cl/index.php/rderecho/article/viewArticle/139  
18
 Víctor Mauricio Brangier, Alberto Díaz y Germán Morong, “Acusaciones contra jueces legos ante 
jueces de Letras: uso social del avance de la justicia letrada. Zona centro-sur de Chile, 1824-1875”. En 
História Unisinos 22 (Río de Janeiro: História Unisinos 2018) 78-79. 
19
 Víctor Brangier, “La Justicia como continuación de las resoluciones sociales por otros medios: 
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(aún más en litigios judiciales de principios del siglo XIX) caracterizados como 
pequeños propietarios y comerciantes, inquilinos y empleados de hacienda 
(mayordomos y capataces), agentes subalternos de la administración local 
(policías, serenos, recaudadores de impuestos y de diezmos), trabajadores 
independientes y artesanos de las villas y ciudades que compusieron el área, entre 
otras figuras sociales de carácter similar, legitimando de esta manera el accionar 
de la justicia lega y décadas después de la justicia letrada
20
.  
Igualmente, es preciso señalar que, a través de la labor de los jueces legos, 
por los menos hasta 1830, se fue conformando una cultura jurídica de carácter 
local donde un conjunto de creencias, puntos de vista, actitudes y valores que 
permitieron a estos hombres comprender y aplicar el derecho, desarrollándose 
inherentemente a través de sus acciones una cultura jurídica local donde existió 
un conocimiento colectivo respecto a las conductas convenientes a adoptar tanto 
en relación con los que ostentaban el poder de hacer justicia como los que 
acudían a ella. Nuevamente, para el historiador Víctor Brangier, esta actitud 
significó que tales orientaciones permitieron a las partes involucradas sopesar si 
su discurso y su acción en justicia eran legítimas y, sobre todo, prácticas. Es 
decir, si sus gestos y hablas coincidirían con lo que los jueces y demás agentes 
judiciales esperaban de ellos. Para el autor, se trataba de un saber-hacer surgido 
al calor de la experiencia individual en justicia y de la transmisión social de las 
mismas experiencias colectivas, que les permitieron a los actores determinar el 
provecho (o no) de judicializar las pugnas sociales y evaluar posiblemente ante 
qué jueces convenía hacerlo
21
. 
Demás esta por mencionar que, en el área de Colchagua, durante el período 
estudiado, convivieron desde grandes y ricos predios, a un número no 
despreciable de pequeñas y medianas propiedades (además de las ciudades y 
pueblos que se fueron constituyendo en sus alrededores) donde sectores sociales 
intermedios aprovecharon la escasa movilidad social existente (que se concretaba 
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al hacerse dueños de un espacio territorial reducido) y aprovechándose de este 
nuevo estatus social actuaban y acudían con confianza a la justicia lega para 
poder solucionar sus conflictos o también para darle un tinte de legalidad y 
legitimidad a las negociaciones en torno a la posesión de sus propiedades.  
De esta manera, considerando estos antecedentes históricos previamente 
mencionados, nos es posible señalar que ha existido un importante vacío sobre el 
estudio de las otras formas de economías y propiedades agrarias existente en las 
zonas rurales americanas y de Chile durante los siglos XVII, XVIII y XIX. 
Además, se carece hasta el día de hoy de una significativa gama de 
investigaciones que hagan relación cómo se realizaban estas negociaciones a 
nivel jurídico, sobre el acceso y usufructo de la propiedad rural, y también 
respecto a las nociones de lo que se entendía por propiedad.  
Quizás uno de los trabajos más emblemáticos y relevantes sobre este tema, lo 
realizó la historiadora catalana Rosa Congost en su libro Tierras, leyes, Historia. 
Estudio sobre la gran obra de la propiedad, quien hizo un análisis histórico 
sobre el proceso de construcción de “la gran obra de la propiedad”.  
La Autora propuso la existencia de una fuerte disputa y roce conceptual 
durante el siglo XIX y parte del XX entre dos nociones de propiedad, una de 
origen tradicional, defendida por campesinos comunitarios y que tenía sus 
orígenes en la España medieval y moderna, y otra de carácter liberal-burgués que 
apelaba al dominio absoluto y exclusivo de individuos particulares de la 
propiedad y que aprovechándose de la creación del Estado Liberal lograron 
legitimar esta nueva concepción de propiedad. Así, este último grupo fue 
desplazando al más antiguo que, gracias a la creación de nuevos marcos legales 
nacionales y centralistas, como el Código Civil, fueron mermando la antigua 
noción de propiedad que se había apoyado en la tradición y en los fueros locales. 
Cabe destacar que, este tipo de cambios en cuanto a la noción de propiedad 
tampoco ha sido estudiado en Chile, al igual que las implicancias que tuvo para 
la propiedad la irrupción de marcos legales liberales durante el siglo XIX.  
Igualmente, una opinión similar posee el historiador del derecho Eduardo 
Cordero, quien señaló en un artículo titulado De la propiedad a las propiedades 
16 
 
que el derecho continental se traspasó a América y a Chile durante el siglo XIX, 
y éste fue acompañando de la concepción liberal de propiedad (propiedad 
absoluta). El autor detalló que los alcances de esta nueva noción tuvieron 
consecuencias que se pueden reflejar hasta nuestros días, al argumentar que la 
propiedad liberal transformó al titular en un soberano respecto de los bienes, ya 
que les entregó el poder de la libre determinación y autonomía sobre los usos que 
se le puede dar a la propiedad, por ejemplo, el destino económico. 
Indistintamente, es importante señalar que la mayoría de las investigaciones 
tanto de propiedad rural como en relación con el funcionamiento de las 
instituciones judiciales de Chile en el período, se han preocupado, en el caso de 
los propietarios, de los modelos productivos mayores, ya que, por su peso, mayor 
visibilidad económica y social, han despertado un mayor interés por parte de los 
historiadores en las últimas décadas. Esto queda de manifiesto en los trabajos de 
Mario Góngora, La evolución de la propiedad rural en el valle del Puangue, 
donde el autor a pesar de reconocer y desarrollar la existencia permanente tanto 
de latifundios como de minifundios y la evolución del tamaño de los predios, de 
acuerdo con circunstancias propias de la repartición hereditaria y la adquisición 
de tierras por parte de propietarios nuevos, no tomó en cuenta el desarrollo 
histórico de otras formas de propiedad, centrando su análisis casi exclusivamente 
en la gran propiedad. A pesar de la crítica señalada, para el caso de las estancias 
chilenas, Góngora dio a conocer importantes datos sobre las características de los 
asientos y estancias del siglo XVI, al señalar que estas poseían un derecho de 
propiedad ambiguo, donde sus dueños podían explotarlos y construir en ellos sus 
corrales, asientos y rancherías, pero que las áreas circundantes podían ser 
utilizadas dentro del régimen de comunidad de pastos. Esta mixtura y cambio de 
la noción de propiedad agrícola señalada, cambió durante el siglo XVII debido al 
incremento del comercio de la ganadería, lo que terminó por consolidar la 
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Es importante hacer mención que, a pesar del avance y existencia de la 
propiedad individual durante la etapa colonial, sí se permitió en las estancias y 
haciendas los desplazamientos estacionales de ganado ajeno, lo que coexistió con 
las nociones de propiedad individual mencionadas. Para Góngora, esta cuestión 
se relacionaba con el desarrollo de una cultura local basada en la reciprocidad 
entre los vecinos y que se manifestaba con la concesión del uso de los pastos, sin 
desmedro alguna en los legítimos propietarios, lo que constituyó una costumbre 
judicialmente reconocida entre aquellos dueños de la tierra hasta desaparecer en 
lo absoluto durante el siglo XIX. Por último, el autor señaló que en relación con 
la construcción de cercas, elemento clásico para dividir propiedades, estas 
tuvieron motivaciones más bien prácticas ya que fueron una forma de proteger 
los cultivos del accionar destructivo del ganado durante el período. 
En consecuencia, la presente tesis intentará problematizar el papel que jugó la 
justicia lega en tales negociaciones en cuanto a las propiedades en disputa y/o 
heredadas, y sobre qué tipo de recursos utilizaron los actores involucrados para 
hacer valer sus derechos. De esta manera, se plantea profundizar en un aspecto 
poco investigado y que tiene directa relación con el actuar de la justicia que en 


















 Deducir el rol que jugó la negociación en la justicia local en las disputas 
de propiedades rurales entre los años 1800 a 1830 en la zona de 
Colchagua. 
 Identificar los sectores sociales que accedieron a la justicia local para 




 Explicar el origen y desarrollo de la organización administrativa del valle 
de Colchagua durante el período colonial e inicios del republicano. 
 Describir el origen y evolución histórica de la sociedad colchagüina de 
acuerdo con los diferentes estratos sociales existentes.  
 Reconocer cuáles fueron las características económicas de la zona de 
Colchagua durante los siglos XVI al XIX. 
 Identificar las principales características del poder hacendal en la 
conformación de su red social en la administración y justicia local durante 
el primer tercio del siglo XIX.  
 Analizar los principales argumentos en los juicios en Colchagua sobre: 
mejores derechos, particiones, herencias y ocupaciones ilegales. 
 Evaluar el papel que tuvo la negociación entre los litigantes en disputas 











La hipótesis de la presente investigación es demostrar que en las primeras tres 
décadas del siglo XIX en el área de Colchagua, la administración y reformas 
judiciales reforzaron el poder de los notables locales debido a que ellos 
ejercieron la administración de justicia en primera instancia. Esto se validó 
socialmente debido al acceso de la justicia lega por parte de otros sectores 
sociales, como fueron los grupos medios rurales, lo que determinó el nacimiento 
y desarrollo de una tradición jurídica local, generando como consecuencia directa 
la validación social del grupo alto el que ya poseía un poder de facto sobre el 
territorio y su población mediante el control de la tierra y la producción 
agropecuaria. Es así, como se fue configurando una tradición jurídica local con 
características y lenguaje propio, donde las instancias de resolución y 
negociación se orientaron a los acuerdos, donde la costumbre más los 
rudimentarios marcos legales fueron determinantes para la resolución de los 




 El marco teórico que rige esta investigación se nutre de corrientes 
historiográficas relacionadas con la historia rural y social, las que han 
desarrollado importantes publicaciones correspondientes a las relaciones sociales 
y se han vinculado para nuestra conveniencia con nociones que son contingentes 
para la presente investigación. Estas han desarrollado una infinidad de temas, 
tales como la propiedad, su entorno geográfico y los conflictos sociales, los que 
ayudarían a explicar la historia de Colchagua y sus relaciones sociales en torno a 
la justicia y la propiedad agropecuaria. De esta manera, la principal preocupación 
de este tipo de enfoques ha sido en introducirse en las relaciones sociales 
desenvueltas dentro de estas comunidades locales, regionales o nacionales. 
20 
 
Cabe destacar que buena parte de las investigaciones en torno a temáticas 
relacionadas con el período de esta tesis, se han enmarcado dentro de un mundo 
predominantemente rural donde, para autores como Pegerto Saavedra significó 
no solamente el cultivo de los campos o una relación exclusiva y casi lógica entre 
la tierra y el hombre, sino que también implicó una serie de elementos más 
complejos como las relaciones entre los diversos sujetos sociales (tanto locales 
como externos), y las relaciones económicas, psicológicas, jurídicas, morales, 




Por otra parte, y a modo de crítica, para historiadores como José Bengoa, 
hoy en día los estudios agrarios del pasado poseen una importante problemática. 
Estas dificultades se deben a que ha existido una tendencia en las investigaciones 
a generalizar, arriesgándose poco en el desarrollo de teorías (donde se destacan 
sólo hipótesis particulares y medidas) y que a pesar de los cambios de óptica y 
elementos a observar, siguen siendo dominados por los mismos “macrotemas” de 
siempre, sin mayores rupturas, como han sido la concentración de la tierra, 
características sociales o las condiciones y formas de trabajo de los campesinos
24
.  
 Conjuntamente, otro de los problemas a desarrollar dentro del presente 
marco teórico, es que existe una importante ausencia en relación a este tipo de 
estudios históricos, que vinculen al mundo rural con lo jurídico-local. En la 
actualidad no existe una gran cantidad de investigaciones que nos informen sobre 
el funcionamiento de la sociedad colchagüina a nivel de estratos sociales medios, 
sobre cuáles eran sus formas de interacción “inter-clase social” o en relación con 
la administración de justicia en cuanto a las negociaciones de propiedad durante 
las primeras décadas del siglo XIX.  
Sobre propuestas similares a esta tesis, podemos destacar, sin lugar a 
duda, la obra de Juan Manuel Palacios: La Paz del Trigo. Este ha señalado que 
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una de las principales razones del escaso desarrollo de estas temáticas ha sido el 
escaso interés por conocer más acerca del “conflicto social”. Según el autor, esto 
se debe a la falta de entendimiento acerca de la noción de lo qué se entiende por 
conflicto social y que su definición va más allá de los meros hechos coyunturales 
donde asoma con mayor notoriedad el conflicto. Además, esta corriente o factor 
no ha ocupado un lugar central en la mayoría de las investigaciones de los 
historiadores nacionales e hispanoamericanos que, dentro de la búsqueda por 
encontrar y dar a conocer elementos claves que hagan relación con la  
permanencia y cambios al interior de las estructuras agrarias, han decidido no 
tomar mayormente en cuenta estos vínculos y se han enfocado en los clásicos 
estudios rurales que dicen relación (casi exclusiva) con elementos centrales y 
troncales como la estructura social, organización económica y política, obviando 
el elemento jurídico-legal. De hecho, “los conflictos”, para muchos 
investigadores han sido fruto de circunstancias desfavorables y específicas, como 
una mala cosecha, la baja del precio agrícola o el alza del costo de la vida, lo que 
sólo ha terminado por confirmar la regla general de sus estudios que ha sido la 
ausencia completa de conflictos en períodos extenso de tiempo
25
.  
 Claramente, en una de las prácticas cotidianas donde se podría apreciar 
tales conflictividades y negociaciones, puede ser en torno a las argumentaciones 
de los pobladores rurales que fueron propietarios o arrendatarios en sus 
respectivas localidades durante la realización de litigios judiciales liderados por 
los mencionados jueces legos, donde estos recurrentes buscaron defender 
mediante diferentes estrategias sus derechos ante las autoridades 
correspondientes, legitimando con su propia actuar un espacio de confrontación y 
de negociación para dirimir sus diferencias. Para Juan Manuel Palacios, estas 
estrategias judiciales y la jurisprudencia que cotidianamente se fue conformando 
con cada sentencia o acuerdo, fueron formando un ambiente conocido por todos 
los actores, ya sean externos o involucrados en los procesos judiciales, los cuales 
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aceptaron para su conveniencia la imposición de este tipo de instituciones para 
solucionar sus propias disputas
26
.   
Cabe destacar que uno de los conceptos más relevantes en esta tesis es el 
concepto de negociación, que en el caso de esta investigación se hace referencia a 
la tenencia, traspaso y/o disputa de bienes muebles o inmuebles en un contexto 
de judicialización. Estos se encontrarían (dependiendo el caso investigado) en la 
calidad de adquiridos, perdidos, traspasados, solicitados o por esclarecer, donde 
mediante la acción negociadora se intenta llegar a un acuerdo o una solución 
pacífica y regulada. 
Así, la capacidad de poseer o perder una propiedad o propiedades en un 
litigio judicial, dependerá de las pruebas, argumentaciones o apoyos en 
defensores (apoderados) que puedan actuar en la fase de exposición de cada una 
de las partes. También, después de las argumentaciones y pruebas, se entrará en 
una fase posterior de negociación, donde el protagonista, el juez lego, solicitará a 
cada una de las partes acercarse y dialogar, para que finalmente se pueda 
determinar el peso y densidad de cada una de las pruebas y argumentaciones.  
De esta manera, para autores como Robert Mnookin, entender la negociación 
ofrece una serie de importantes elementos donde se pueden incluir los intereses, 
las alternativas, costos y la puesta en práctica de los resultados de la negociación. 
Pero ¿Qué implica negociar? Tal como se pueden apreciar en los juicios, 
negociar e ir a un juicio implicaría un plan; la negociación para el autor siempre 
necesitará de preparación; es más: si una negociación no es preparada será 
improvisación y su posibilidad de fracaso aumentaría considerablemente. De esta 
manera, es imprescindible conocer cuáles son los intereses que están en juego y 
qué es lo que cada una de las partes quieren. De esta manera, negociar 
significaría entender que existen posibilidades de poder modificar posturas, e 
incorporar las posturas del otro buscando alcanzar el éxito en los casos 
litigiosos
27
. Está claro que de no alcanzar un acuerdo o logro en lo disputando de 
“buenas a primeras”, sería mejor que esta discordia, si se mantiene en el tiempo, 
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fuera revisada por un juez de turno, es decir acudir a la institución judicial 
respectiva.  
De esta forma, investigar este tipo de situaciones ayudaría a comprender que 
dentro de las relaciones sociales existen distintos tipos de negociaciones y una 
infinidad de intereses, los cuales pueden ser entre iguales o con sujetos de 
posiciones de poder y grupo social distintos, donde finalmente no habrá durante 
el desarrollo de la negociación una imposición hacia la otra parte sino un juego 
semántico, de pruebas, argumentaciones e influencias donde un tercero, 
supuestamente imparcial y legitimado por los negociantes y el Estado, actuará en 
calidad de árbitro y negociador. 
Por último, cabe señalar que estas negociaciones no se dan solamente en 
casos donde hayan existido exclusivamente litigios debido a acciones indebidas, 
como despojos o incumplimiento de pagos, sino también se pudo solicitar si 
existieron traspasos de propiedades, donde las partes intentaron asegurar la 
legitimidad de la adquisición y repartición de una posesión con el fin de asegurar 
su dominio de manera legal. De esta manera, podemos concluir que la 
negociación hará referencia a un esfuerzo, donde las partes intentan desarrollar 
algún tipo de beneficio personal con la mediación de una autoridad impuesta 
pero legitimada socialmente mediante sus actuaciones. 
En el caso de la literatura revisada, podemos destacar las investigaciones 
sobre este tipo de temas como el ya mencionado historiador Víctor Brangier, 
quien ha estudiado tales negociaciones en cuanto a la transferencia de tierras en 
archivos judiciales y notariales
28
, y los estudios de Juan Manuel Palacios en 
relación a los conflictos jurídicos locales ocurridos en torno la posesión de la 
tierra por parte de chacareros en el distrito de coronel Dorrego durante el siglo 
XIX en Argentina.  
Por otra parte, los otros conceptos a desarrollar hacen referencia al acceso y 
tenencia de la tierra, lo que significaría a grandes rasgos el derecho de poder 
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utilizar, controlar y transferir. Entre los derechos que en la actualidad 
considerados como parte del acceso y tenencia se encuentra el derecho a ocupar, 
disfrutar y utilizar la tierra y sus recursos; restringir o excluir a otros de la tierra; 
transferir, vender, comprar, donar o prestar; heredar y legar; acondicionar o 
mejorar; arrendar o subarrendar; y beneficiarse de los valores de la mejora del 
suelo o del ingreso por alquiler. Su acceso es indispensable para entender la 
propia existencia humana, ya que constituye la base para el acceso a la 
alimentación, vivienda y el desarrollo
29
.  
Como bien sabemos, el acceso a la tierra ha sido objeto de conflictos de raíz 
histórica y muchos de ellos de carácter violento. Esto se ha debido 
principalmente por la desigualdad histórica en relación al acceso o la escasez de 
esta, lo que ha generado el desarrollo de importantes conflictos y choques de 
interés que en muchos casos han terminado por judicializarse. En la mayoría de 
las judializaciones por analizar, estas han sido sobre pequeñas y medianas 
propiedades, siendo su característica principal el haber sido unidades mínimas de 
subsistencias, donde habitaba el campesino junto a su familia, y su producción 
alcanzaba solamente para satisfacer sus propias necesidades básicas quedando un 
remanente marginal de excedentes. 
De esta manera, debido a su interés y valor tanto económico como social, el 
acceso y tenencia de la tierra, debía siempre ser reconocido por terceros, por la 
comunidad y la autoridad, ya que, con límites poco claros, carencia de cartografía 
o registro de conservadores de bienes raíces, difícilmente se podía retener un 
sitio, sino fuera por el apoyo documental (de cualquier tipo), testimonial (de sus 
propios moradores) y de terceros. Curiosamente, prácticamente todos los 
historiadores que han estudiado la etapa colonial y decimonónica han hecho 
referencia a cómo se adquirió la tierra, en qué períodos o cómo ha variado esta de 
tamaño, pero al igual que el concepto conflicto social, el acceso y tenencia de la 
tierra solo ha sido tomado en trabajos historiográficos que han contextualizado y 
relacionado la falta de acceso a la tierra con el conflicto social (por ejemplo, el 
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desarrollo de reformas agrarias) sin tomar en cuenta las extensas etapas donde las 
coyunturas no fueron lo suficientemente fuertes para ser recordadas pero si 




Sobre el uso de fuentes que se ha utilizado para esta tesis, todas ellas han sido 
recopiladas del Archivo Nacional Histórico de Santiago y hacen referencia a los 
juzgados civiles de San Fernando que es donde se encuentran los documentos 
referidos a los litigios judiciales correspondientes a la zona de Colchagua. De 
esta manera, se han seleccionado 11 expedientes judiciales, los cuales fueron 
elegidos bajo diversos criterios como su temporalidad, espacialidad y calidad 
documental. En relación con el criterio temporal, estos abarcarán desde los años 
1800 a 1830. El interés por este período se debe principalmente a lo poco 
explorado que ha sido esta etapa de la historia de Chile en referencia a los 
sucesos vinculados al desarrollo de la agricultura o la constitución propiamente 
tal de la propiedad. En este sentido, nos parece interesante poder conocer las 
características de la propiedad rural durante este período tan importante para 
nuestra historia tanto social como económica.  
En relación con los datos que hagan referencia a esta etapa han tendido a ser 
escasos. Los antecedentes más específicos y concretos se remontan desde la 
década de 1830 en adelante, pero a partir de aquellos datos podemos crear un 
panorama del período en estudio.  
Interesante de saber son algunas características económicas del país que 
manejamos hacia la primera mitad del siglo XIX. Por ejemplo, en cuanto a la 
distribución de la fuerza de trabajo en Chile hacia finales del período 
conservador, el sector agrícola, reclutaba alrededor del 42% de la población, muy 
por encima de cualquier otro sector económico del país. Dentro de sus 
principales elementos estaba la enorme concentración de la tierra en grandes 
haciendas, caracterizadas estas por su baja productividad de la tierra y el trabajo, 
lo que incluso llegó a ser reconocido por los propios agricultores, donde buena 
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parte del atraso relativo al agro chileno correspondía a la falta de mercados de 
exportaciones, anulándose como consecuencia la posibilidad de mayores 
incentivos para realizar mejoras en los métodos de producción. A este factor, 
habría que agregar un segundo elemento que se relaciona con la incertidumbre 
sobre los derechos de propiedad rural y la falta de un marco regulatorio y de 
derechos de propiedad que posiblemente también hubiesen incentivado la 
inversión o innovación productiva
30
.  
En relación con los datos de la propiedad agrícola chilena que se pueden 
encontrar, estos han sido escasamente estudiados debido a la ausencia de fuentes 
de información, especialmente estadísticas. De hecho, el primer catastro 
ejecutado en Chile se realizó entre los años 1832 y 1834, el cual involucró a la 
totalidad de la República. Entre los datos estadísticos más relevantes de este 
período esta que para el censo de 1813 (con la exclusión de parte de Santiago y la 
totalidad de Concepción) existía en Chile alrededor de 15.000 fundos y para el 
catastro de 1832-1834 el número de fundos era de 21.915. Asimismo, en los 
catastros sucesivos (1837-1838 y 1852), se pudo apreciar un aumento 
considerable en el número de fundos la misma zona de Chile, explicado por el 
proceso de subdivisión de la propiedad agrícola en Chile. Esto se fundamentó en 
las políticas desarrollados por el Estado durante el período conservador que 
promovió la abolición de impuestos a la compraventa de pequeñas y medianas 
propiedades, la modificación del sistema de herencias (favoreciendo a todos los 
hijos y no solo al mayor) y la abolición del mayorazgo
31
.  
Otro dato relevante, tiene que ver con la cantidad de gente que no era 
propietaria en Chile pero que sí habitaba las zonas rurales del país. 
Aproximadamente un 86% de los habitantes rurales carecían de propiedades 
agrícolas y estaban sometidos a precarias condiciones laborales y de vida, siendo 
un factor relevante a la hora de entender el valor e importancia que podía tener la 
                                                          
30
 Manuel Llorca-Jaña, Claudio Robles Ortiz, Juan Navarrete-Montalvo y Roberto Araya Valenzuela, “La 
Agricultura y la élite agraria chilena a través de los catastros agrícolas c. 1830-1855”. En Historia Nº50, 
vol. II, (Santiago: Universidad Católica, 2017) 607-612. 
31
 Manuel Llorca-Jaña, Claudio Robles Ortiz, Juan Navarrete-Montalvo y Roberto Araya Valenzuela “La 
Agricultura y la élite agraria chilena a través de los catastros agrícolas c. 1830-1855”. En Historia Nº50, 
vol. II, (Santiago: Universidad Católica, 2017) 613. 
27 
 
tierra para aquellos pequeños y medianos propietarios o el poseer el dominio 
legal de un predio. Esto explicaría el porqué de la importancia del proceso de 
iniciar procesos judiciales. De hecho, para la década de 1820, el 75% de los 
pleitos judiciales en Chile se debían a los datos inexactos de demarcaciones de 
terrenos y deslindes de propiedades
32
. 
Otro criterio que destacar ha sido la selección del área geográfica de estudio, 
esta se ha circunscrito a localidades correspondientes a la provincia de Colchagua 
y del departamento de Caupolicán, y el patrón común a todas las causas 
seleccionadas ha sido, precisamente, esta área definida. En relación con los datos 
estadísticos sobre esta zona, es preciso señalar que no abundan la información 
estadística (menos para el período de estudio), pero según los catastros realizados 
durante la primera mitad del siglo XIX Colchagua destacó por haber tenido la 
segunda mayor concentración de ganado mayor del país en el catastro de 1832-
1834. De hecho, después de la provincia de Santiago, Colchagua tuvo un total de 
135.263 de ganado mayor y 135.278 de ganado menor. Sin embargo, cabe 
mencionar que los catastros omitieron información importante en relación a la 
agricultura del período, ya que no existe información directa sobre el cultivo de 
trigo, frutas, legumbres y cebada, aunque sí se consideró el cultivo de viñas, 
donde la provincia de Colchagua concentró el 4% del pago de catastros a nivel 
nacional, quedando en una posición de rezago si se compara con el total de los 
pagos de de otras provincias, como Concepción (45%), Maule (20%), Santiago 
(16%), Aconcagua (9%) y Coquimbo (6%) respectivamente
33
. 
En relación con la organización de las causas seleccionadas, estas han sido 
subdivididas en dos categorías, la primera hace relación a los juicios sobre 
mejores derechos motivadas principalmente por herencias y la segunda hace 
mención de particiones y ocupaciones ilegales de propiedades con la violación de 
sus respectivos derechos.  De esta manera, se pretende presentar de forma, 
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ordenada y sistematizada estas fuentes, donde se destacará la elección de los 
principales elementos que nos puedan dar entender el desarrollo de los juicios, el 
lenguaje y el rol que cumplieron estos sujetos rurales las negociaciones judiciales 
por el acceso, tenencia y transferencia de propiedades agropecuarias.  
 
Justificación de la tesis 
 
Esta tesis busca recuperar la memoria de una zona y sectores sociales de 
nuestro país, los cuales han sido olvidados y nosotros pretendemos revivirlos y 
revivirlas a través de esta investigación. Queremos dar a conocer la existencia de 
grupos sociales poco estudiados, quizás no muy numerosos, pero no por ellos 
menos importantes en este proceso histórico que tiene que ver con las primeras 
tres décadas del siglo antepasado. Creemos que el accionar de este sector social, 
junto con otros cimentó a lo largo del siglo XIX la construcción del Estado-
Nación chileno al desarrollar símbolos de pertenencia y aceptación 
administrativa impuestas desde las clases altas y la burocracia tanto peninsular 
como republicana, donde se expresó un sometimiento que terminó por validar a 
dicho sector, pero también existió un aprovechamiento por parte de estos 
pequeños y medianos propietarios para legitimar sus posesiones territoriales. Así, 
realizando una lectura a contrapelo de las fuentes primarias, pretendemos 
conocer una realidad poco explorada y comprender más sobre nuestro pasado.  
En consecuencia, usted se encontrará en esta tesis con dos grandes capítulos, 
el primero hará mención de un repaso completo de la historia de la zona de 
Colchagua hasta el período de investigación. Se ha pretendido en aquel capítulo 
dar a conocer las principales características del escenario explorado, tanto a nivel 
geográfico, político, económico y social para que posteriormente, en el segundo, 
usted pueda leer y aprender, a través del análisis documental realizado, el 
funcionamiento de la justicia rural en Colchagua en torno a los conflictos y 
negociaciones de la propiedad de la tierra agropecuaria ocurridos entre los años 




1. El ESCENARIO: COLCHAGUA Y CAUPOLICÁN 
 
1.1 ORIGEN Y EVOLUCIÓN DE LA ORGANIZACIÓN POLÍTICO-
ADMINISTRATIVA DE COLCHAGUA Y CAUPOLICÁN 
 
En 1593, el gobernador del Reino de Chile, Martín Oñez de Loyola funda el 
Corregimiento de Colchagua que abarcaba desde el río Maipo hasta los esteros 
de Guayquillo y Linahue. Así, los rancheríos indígenas de Nancagua, Colchagua, 
Peumo, Ligüeimo, Pichidegua, Rapel, Mallogua, Tagua Tagua y Copequén 
quedaron comprendidos en este partido y administrados por su regidor
34
.  
Un siglo después, en 1694, el gobernador Martín de Poveda crea el 
Corregimiento de Rancagua, dejando como límite norte de Colchagua el río 
Cachapoal. Esta división administrativa se mantuvo hasta a mediados del siglo 
XVIII, cuando el gobernador Manso de Velasco funda las villas de San Fernando 
y Curicó partiendo nuevamente el territorio. También es preciso señalar que el 
Corregimiento de Colchagua tuvo a lo largo de todo este período la presencia 
permanente de corregidores, tenientes y administradores de pueblos indígenas
35
.  
Esta subdivisión se precisaba por la extensión del territorio y lo dificultoso que 
podía llegar hacer su administración. De esta manera, los corregidores se 
apoyaron en subalternos, denominados tenientes corregidores, los que tenían a su 
cargo determinadas áreas del Corregimiento, las cuales eran denominados de 
distintas maneras, tales como distritos, doctrinas, asientos o valles
36
. Así, para el 
año 1755 el Corregimiento de Colchagua se subdividió en los distritos de Peumo, 
Malloa, Chimbarongo, La Estrella, Colchagua, Teno y Navidad
37
.  
A finales del siglo XVIII, con la creación de las Intendencias de Santiago y 
Concepción en 1786, los distritos pasaron a denominarse diputaciones y 
Colchagua se denominó Partido, siendo su ciudad cabecera San Fernando. Este 
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Partido se subdividió en las diputaciones de San Fernando, San Roque de Roma, 
Malloa, Río Claro, Chanqueahue, Olivar, Coinco, Guacarhue, Tunca, Corcolén, 
Rastrojos, Larmague, Pichidegua, Estrella, Rosario, Navidad, Cahuil, 
Peñablanca, Nilahue, Cagne, Rapel, Almendral, Teno, Chimbarongo, Nancagua y 
Placilla
38
. Finalmente, una vez iniciado el proceso independentista, en 1813, los 
distritos de Colchagua serán denominados curatos y estos fueron los de San 




Con la independencia asegurada, en 1822, se creó la jerarquía territorial de 
los departamentos, distritos y cabildos. Esto se vio complementado con la 
Constitución de 1823, donde el territorio chileno se subdividió en gobiernos 
departamentales, delegaciones, subdelegaciones, prefecturas e inspecciones
40
. 
Así, dependientes del Departamento de Santiago, esta vez Colchagua será 
denominada Delegación y se organizó en los distritos de Cabecera (San 
Fernando), Malloa, Parrones, Talcarehua, San Pedro, Colchagua, Roma, Tunca, 
Nancagua, Barriales, Pencahue, Puquillay, Pelequén, Pichidegua, Yaquil, Río 
Claro, Estrella, Placilla, Chanqueahue, Rosario, Manantiales, Olivar, Cáhuil, 
Cuesta, Coinco, Navidad, Chimbarongo, Guacargüe y Reto
41
.  
Un hito importante ocurrió el año 1826, al alero de las Leyes Federales. 
Bajo este nuevo marco legal nació la Provincia de Colchagua, cuyos límites 
abarcaron desde el río Cachapoal hasta el Maule. La capital, esta vez, ya no fue la 
ciudad de San Fernando sino Curicó. Esta división se mantuvo bajo las 
Constituciones de 1828 y 1833. En ese último año, habrá una nueva subdivisión 
y reorganización de la Provincia de Colchagua, naciendo los departamentos de 
Caupolicán, San Fernando y Curicó. Para esta década la población de la 
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provincia arrojaba un total de 167.518 habitantes
42
 y en el caso de Caupolicán 
este conservará sus límites y dependencias dentro de Colchagua hasta el año 
1934 cuando el Departamento pase a depender de la Provincia de O´Higgins. 
 En relación con los límites del Departamento de Caupolicán, estos fueron 
determinados por accidentes geográficos. Su límite Norte, eran los ríos 
Cachapoal y Las Vegas; al Este, la Cordillera de los Andes; al Sur, un cordón de 
cerros que se desprenden de Los Mineros y continuará bajando hacia el poniente 
por la Angostura de Rigomelo, siguiendo por los cerros Tambo y Tagua-Tagua 
hasta tocar al río Tinguiririca en el deslinde de los antiguos fundos de El Huique 




En el interior del Departamento de Caupolicán este poseyó algunos cursos 
de agua de importancia para el desarrollo de la ganadería y la agricultura. El 
principal cause será el río Claro. Este atraviesa, hasta la actualidad, las 
localidades de Popeta, Chanqueahue, el límite sur de Lo de Lobos, Rengo, 
Salsipuedes, Corcolén y Tunca hasta desaguar en el río Cachapoal. También 
existen importantes esteros como Tipaume, que atraviesa la parte norte de Lo de 
Lobos hasta juntarse con el río Claro, muy cerca de la zona de El Convento. Otro 
estero destacado es El Cerro, el cual también desemboca en el río Claro y recorre 
la localidad de Guacarhue. Por último, otro afluente es el estero Zamorano que 
pasa por las localidades y predios del sur de Caupolicán, tales como: Malloa, Los 
Rastrojos, San Vicente de Tagua Tagua, Las Pataguas y Pencahue hasta 
converger con el río Cachapoal.  
 Sobre el origen de los pueblos y localidades de Caupolicán, la mayor parte 
de estos será espontaneo y sin planificación. De esta manera no será posible 
apreciar el clásico diseño de damero, sino que abundarán las calles largas. El 
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origen fue a partir de pueblos de indios – de Malloa y Tagua Tagua–; religiosos – 
como Pelequén y Zúñiga–; o espontáneos, a partir de cruces de caminos, 
rinconadas en lomajes, capillas y una enorme diversidad de situaciones 
específicas
44
. La localidad más importante del Departamento de Caupolicán fue, 
sin lugar a duda, la de Rengo. Sus orígenes se remontan a la administración del 
gobernador Tomás Marín González de Poveda (1692-1700) quien ordenó por 
Real Cédula la fundación de la Aldea de Río Clarillo el 31 de diciembre de 1695. 
Éste estableció el poblado motivado por distintas causas, tales como la dispersión 
demográfica de españoles en el territorio, quienes vivían en estancias y haciendas 
rurales de escasa comunicación con las autoridades civiles y religiosas, así como 
con las demás comunidades establecidas en la zona
45
.  
En el plano religioso, durante el siglo XVII la presencia católica es de 
congregaciones pertenecientes a Mercedarios y Franciscanos. Estos levantaron 
los primeros templos, capillas, conventos y oratorios. En los siglos XVIII y XIX 
se fueron erigiendo más capillas, intensificándose la presencia de la Iglesia, 
destacándose las de Chanqueahue, Apaltas, La Esmeralda, El Convento de la 
Recoleta Franciscana de la Isla (Mercedarios) en Popeta, El Baluarte y algunos 
oratorios en casas patronales de fundos y hospitales
46
. Malloa, lugar de una 
doctrina de indios, se edificó la iglesia y convento de San Antonio de Padua en 
1635 y fue un servicio misional por más de 100 años
47
. Este lugar revestía de 
enorme importancia religiosa por cuanto desde los primeros años de ocupación 
hasta las fundaciones de San Fernando y Rengo fue el asentamiento más 
importante de la zona
48
.  
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En relación con los primeros levantamientos de parroquias estas se 
remontan recién hacia finales del siglo XVIII. También no deja de ser llamativo 
la falta de parroquias, en parte esto se podría explicar por la dispersión de los 
habitantes del obispado de Santiago, como la falta de recursos y la escasez de 
sacerdotes. Por tales motivos, muchos quedaban al margen de una vida pastoral 
regular. Solo las misiones ambulantes permitían a los que vivían alejados, 
acercarse a los sacramentos y recibir alguna formación religiosa
49
.  
Una de las iglesias más antiguas y que tiene continuidad hasta nuestros días 
es la ubicada en la localidad de Zúñiga, la que data del año 1765. Es preciso 
señalar que con la construcción de esta parroquia, se fueron poco a poco 
asentando más habitantes hasta conformar un villorrio.  Además, su ubicación la 
convertía en un lugar de paso hacia la ribera norte del río Cachapoal, 
conectándola con la cercana localidad de Coltauco
50
. Otra Iglesia que se remonta 
a este período es la de Rengo, erigida en 1792 bajo en nombre de Santa Ana de 
Río Claro. Lo llamativo de esta iglesia es que su primer párroco fue Antonio 
Cornelio de Quesada y Molina, quien había sido cura en localidades cercanas de 
Rapel, Cáhuil, Chimbarongo y Vichuquén
51
. De esta manera, podemos establecer 
que tanto este sacerdote como otros investigados se caracterizaron por ir rotando 
en las iglesias de la zona, lo que habla de que existió un claro conocimiento por 
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1.2 ANTIGUOS HABITANTES 
 
Viajar a los orígenes de la Provincia de Colchagua y de la zona que 
conformó el departamento de Caupolicán implica retroceder a la segunda mitad 
del siglo XVI con la llegada de los españoles a Chile. Para poder explicar esta 
etapa fundacional, en especial en las épocas más remotas, la historiografía ha 
tomado para su comprensión al conjunto del Valle Central. Existe consenso que 
estos valles fueron prontamente despoblados ante la presencia hispana, teniendo 
como principal causa: la guerra, el sistema laboral impuesto a los indígenas, la 
transmisión de enfermedades desconocidas para la población autóctona y la 
migración hacia zonas no ocupadas por los conquistadores europeos. Esto generó 
como principal consecuencia que en apenas medio siglo se manifestara con 
claridad una mayoría española y mestiza en el área citada
52
.   
 El Valle Central antes y durante el período de dominación española no se 
caracterizó por tener una homogeneidad económica ni demográfica. José Bengoa 
señala que probablemente el valle de Aconcagua era el más poblado y 
desarrollado agrícolamente. Tampoco era casualidad que la elección de esta zona 
fuera el lugar de asentamiento para los mitimaes incaicos, motivados a establecer 
su presencia en la zona, para la explotación de oro en el Valle de Marga Marga y 
para el desarrollo tributario en los organizados valles adyacentes tales como el 
del río Mapocho
53
. Cabe destacar que en estos valles, la presencia del 
Tahuantinsuyo se hizo notar con la construcción de diversas obras de riego, 
caminos, pucarás y el sincretismo generado entre la población autóctona e 
incaica. 
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 De esta manera, debido al mayor interés por los valles anteriormente 
mencionados tanto por parte de los incaicos como de los primeros 
conquistadores, ha escaseado durante este período fuentes acerca de lo que 
ocurría al sur del río Maipo hasta el límite norte del territorio mapuche
54
. El inca 
Garcilaso de la Vega señaló que estos territorios se resistieron al dominio del 
Tahuantinsuyo y fueron habitados por los promaucaes, los antalli, los pincu, los 
cauquis entre otros
55
.  A pesar de esta resistencia, durante la conquista española 
esta área no se caracterizó por presentar una importante insubordinación 
indígena, sino que quedará prontamente despoblada, permaneciendo algunos 
retazos de población aborigen, los cuales se mantendrán (aunque con importantes 
grados de mestizaje) confinados en pueblos de indios, tales como Malloa y Tagua 




1.3 EL NACIMIENTO Y DESARROLLO DE LA ESTRUCTURA SOCIAL. 
LOS DUEÑOS DE LA TIERRA, INQUILINOS Y PEONES 
 
Podríamos señalar que, a partir de la llegada de los europeos a esta zona, 
Colchagua careció de un desarrollo productivo de importancia en contraste con 
otras regiones de Chile como el Norte Chico, los valles de Aconcagua y Santiago 
y los territorios sureños. Esta área se caracterizó durante las primeras décadas de 
conquista por el constante tráfico de tropas y la permanente presencia de 
cuatreros, lo que terminó por hacer inestables sus faenas productivas. Por otra 
parte, la región no disponía de ríos auríferos ni de minas de plata o cobre que 
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potenciaran su ocupación. Si hubo algún tipo de poblamiento, este fue en general 
de modo disperso
57
 y motivado por algunas poco lucrativas encomiendas.  
 Después de esta primera etapa la zona de Colchagua y Caupolicán –en 
realidad toda la zona central– comenzará a vivir un proceso de poblamiento 
estimulado fuertemente hacia finales del siglo XVI a causa del gran alzamiento 
mapuche de 1598. Esta migración derivó en el reparto de mercedes, 
aprovechando el vacío a causa del decaimiento de las encomiendas
58
. Por esta 
razón, en compensación por los servicios y la pérdida de bienes de los antiguos 
colonos del sur del Bío Bío, estos pasaron a habitar la zona central de Chile.  
El caso del Corregimiento de Colchagua, desmembrado del de Santiago en 
1593, cuyas tierras solo habían servido de corredor entre la Capital y el escenario 
de la guerra, se comenzaron a repartir mercedes de tierras en consideración a los 
méritos de los peticionarios y no en atención a una política colonizadora
59
. Desde 
1575 a 1706, las autoridades entregaron 376 mercedes de tierra a 232 
beneficiarios. El 79% de ellas fueron dadas entre 1699 a 1739. En promedio estas 
mercedes variaban su tamaño, estas iban desde las 100 hasta las 3.000 cuadras
60
. 
Sobre el origen de los primeros estancieros, estos tienen una clara vinculación 
con la Guerra de Arauco, muchos de ellos ostentaban grados militares, en su 
mayoría el rango de capitán
61
. De esta manera, después del accionar depredador 
de los españoles-encomenderos en toda el área del Chile nuclear, desaparecerá la 
presencia indígena no solo física y económicamente, sino también del imaginario 
de los habitantes de la zona central del país. Se construirá una sociedad mestiza, 
católica, ligada a las costumbres religiosas y jurídicas peninsulares
62
. 
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Cabe destacar que después del desastre español de Curalaba y con un 
edicto del rey de España, el gobernador Alonso de Ribera recibió la facultad de 
otorgar tierras –mercedes–, constituyéndose por primera vez y de manera legal el 
origen de la gran propiedad en Chile
63
. Algunas características sociales de este 
grupo beneficiado van a ser su marcada endogamia con familias en un estado 
similar. También hay que agregar, que había ciertos momentos en donde se podía 
incluir a personas de origen externo, siempre y cuando beneficiasen los intereses 
del clan familiar. Por ejemplo, la familia Maturana, instalada desde finales del 
siglo XVI en la zona, constituyó una vasta red de parientes que se fueron 
amalgamando con otras familias de la región, las primeras uniones se llevaron a 
cabo entre antiguos encomenderos y los nuevos estancieros. Como resultado, 
hacia la década de 1650, la propiedad de la tierra y la encomienda estaban 
perfectamente integradas
64
. Una vez fundidos en el siglo XVIII se agregarán 
comerciantes o algún funcionario que administre justicia y el territorio
65
.  
Además, los estancieros empoderados con la seguridad jurídica de sus 
propiedades y mostrando ciertas particularidades que los fueron diferenciando 
socialmente, continuaron desarrollándose y fueron acrecentando su poder local 
sin mayores inconvenientes. Durante la primera mitad del siglo XVII, estos les 
ofrecieron facilidades a los mestizos o criollos pobres para arrendar tierras en sus 
dominios, siendo la base sobre la que se constituyera el inquilinaje y la población 
del Valle Central en los siguientes siglos
66
. Así se estableció una especie de 
dependencia entre ambos actores, el primero proporcionaba la tierra para que la 
habitaran y explotaran, y estos “arrendatarios precarios” participaban 
activamente en las labores de explotación de las estancias. El historiador Mario 
Góngora ejemplifica estos hechos a través de diferentes casos, uno de estos se 
desarrolló: 
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En 1659(…) una gran propietaria dice que, desde el tiempo de 
su madre, tenía Sebastián Verdugo 10 cuadras a orillas de la laguna 
Caquel. La concesión llevaba consigo el gravamen de dar cada año, 
“por reconocimiento” un quintal de pescado. Se había firmado 
anteriormente un escrito privado, por lo cual las partes acuden ahora 
ante el escribano, que viene expresamente a la estancia a redactar la 
escritura pública. El préstamo duraría de por vida del agraciado
67
. 
 De esta manera poco a poco se fue desarrollando no solo la sociedad, sino 
la economía colonial chilena tradicional, la que fue complejizándose lentamente 
con el correr del tiempo. Es conocido por la historiografía chilena que la 
ganadería y la agricultura fueron la base de esta explotación económica. Tal 
como se puede apreciar en los inventarios y testamentos de la época, la 
producción será variada, acentuándose la tenencia de diversas especies animales, 
destacando el ganado y los vegetales, enfocados tanto para el comercio como 
para la subsistencia de sus moradores. También se realizó la construcción y 
tenencia de infraestructura y herramientas para su debida pero menesterosa 
explotación. Aunque parezca repetitivo, es preciso comentar que, será el Valle 
Central el lugar en que se construirá la futura chilenidad, donde la semejanza 
racial, cultural y su estabilidad en el tiempo serán los principales elementos 
constructores de este nuevo imaginario. Tal como lo puntualiza el historiador 
Juan Carlos Cáceres: 
 En ese ambiente, la vida de los campesinos y de la economía local 
estuvo marcada por la permanencia de las grandes haciendas que 
moldearon por siglos a la sociedad; estabilidad que puede ser 
explicada no solo por la explotación y participación local en el 
comercio de trigo al Perú, sino además por la conformación de una 
elite rural que se fue robusteciendo y que monopolizaba sobre el 70% 
de la tierra cultivable. En contraste y alrededor de esas propiedades, 
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medianos y pequeños fundos se acostumbraron a vivir como 
dependientes de los hacendados
68
.  
Complementando lo anterior, la historiografía ha mencionado que esta 
nueva composición social estará concertada por una estructura social que se 
caracterizó por tener una marcada desigualdad y rigidez. Gabriel Salazar señala 
que los patrones comenzaron reclutando trabajadores de confianza que luego 
formarían su “estado mayor” de empleados y sirvientes. Paralelo a este proceso, 
los hacendados permitieron a sus parientes pobres, vástagos y hombres de 
confianza arrancharse en los márgenes del fundo para tener dónde vivir y de qué 
vivir
69
. En una primera época los trabajadores fueron móviles, dedicándose a la 
actividad ganadera y poco a poco se fueron convirtiendo en agricultores, aunque 
sin dejar completamente la ganadería. El ser arrendatario significaba que podían 
tener no solamente acceso a la tierra, había también un cierto horizonte de 
movilidad a pesar del control social al que eran sometidos, y podían llegar a tener 
sus propios animales en las tierras patronales a cambio de la obligación de pagar 
un arriendo o trabajando en ellas. El dominio del hacendado fue absoluto en la 
distribución de los espacios, en la estructura social, de la psicología y en los 
valores del campesino.  
En relación con la ocupación del territorio, las relaciones y composición 
entre los diferentes estratos sociales se fueron transformando y complejizándose 
en beneficio de los dueños de la tierra. El historiador Mario Góngora señalaba 
que las características se basaban en el dominio legal de los territorios, pudiendo 
coexistir diferentes tipos de tenedores, aunque destacaba la figura del 
arrendatario: 
La tenencia constituye el arrendamiento, cobrando cierta 
importancia el pago del canon. La creciente estratificación económica 
y social entre las distintas capas de españoles, particularmente 
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acentuada en la segunda mitad del siglo XVIII, marca su sello en la 
mayor dependencia de los arrendatarios y en la agravación de sus 
deberes. Ya no asisten solamente a los rodeos, sino se les requiere 
para la conducción de sus productos a las ciudades, y para que 
proporcionen un peón en algunas faenas, más tarde a todas
70
. 
 Así, en el mundo agrario se fue construyendo un orden de carácter 
señorial, configurándose una manera de relacionarse socialmente sobre la base de 
jerarquías patronales que implicaban contraobligaciones de índole contractual
71
. 
Esta tendrá particularidades bastantes específicas de acuerdo con el valle, zona o 
tiempo que se quiera estudiar, pero también tendrá rasgos comunes a lo que se 
percibe como características de la sociedad del período estudiado. Más allá de la 
consolidación de la hacienda, esta no va a tener los medios suficientes para dar 
alojamiento, trabajo y hasta protección a todos los habitantes. Junto al inquilino, 
trabajará también el peón-gañán, caracterizado este último por su constante 
nomadismo. Tanto para la Iglesia, el Estado y los terratenientes, el peonaje vivía 
marcado con una serie de estereotipos, muchos de ellos negativos, pero para 
desgracia de esta clase social necesitaban de sus manos en épocas de verano. Su 
modo de vida y sobrevivencia, muchas veces, estaba al límite de la delincuencia. 
Esta suspicacia se puede explicar con algunas cifras: entre 1825 y 1850 el 45% 
de los delitos producidos en Chile eran robos de animales. De esos robos el 42% 
eran perpetrados por gañanes. De los robos cometidos por gañanes, el 68% eran 
cometidos por jóvenes y adolescentes menores de 25 años
72
.   
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Huasos del siglo XVIII
73
 
1.4 CARACTERÍSTICAS ECONÓMICAS DE LA ZONA 
 
Sobre las características económicas de la zona, un estudio de la provincia 
de Colchagua ha señalado que esta pasó a ser uno de los tantos graneros del país. 
Este producto llegó a representar el 85% de la producción de la zona durante el 
siglo XIX
74
. Para el siglo XVIII la economía triguera ya representaba el 63,7% 
de la producción total. Podríamos señalar que se trataba de una economía 
regional en crecimiento como resultado de la incorporación al comercio con el 
Perú lo que benefició claramente a la elite local
75
. A pesar de este impresionante 
dato, parece ser que un mayor desarrollo agrícola lo vivió la región de Colchagua 
y de Caupolicán a partir de 1848. Esto se explicaría por la lejanía y mala calidad 
de los caminos, como lo era el camino de la costa, que conectaba con el puerto de 
Valparaíso o la carencia de un río navegable como pudo haber sido el caso del 
Maule (De la navegación de este cauce hay antecedentes marginales desde fines 
del siglo XVIII). Sin embargo, será en el siglo XIX cuando aquello se transforme 
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en una actividad regular en la zona
76
 y por último habrá que incluir la llegada del 
ferrocarril durante la década del setenta, lo que permitió sacar rápidamente su 
producción a Valparaíso y a los mercados de Santiago y Concepción
77
.  
De esta manera Colchagua y Caupolicán continuaron desarrollando una 
explotación de tipo colonial, donde las haciendas prolongaron sus actividades 
dedicadas tanto al pastoreo y ganado como a la agricultura cerealera a partir de 
1695 con el aumento de la demanda peruana
78
. El padre Alonso de Ovalle en La 
Relación Histórica del Reino de Chile señalaba que la riqueza de la industria 
humana lograda en aquel país consistía principalmente en la cría de ganados para 
la matanza y el sebo; las badanas y cordobanes que navegaban a Lima; la jarcia 
de que se proveía a los navíos, las cuerdas para las armas de fuego y las mulas 
que se llevaban a Potosí por el despoblado de Atacama.
79
. También se ha 
señalado que hubo poca inversión en canales y obras de riego
80
 lo que explicaría 
su pobre rendimiento que, de igual manera, lograba satisfacer la demanda 
peruana. Nuestro estudio llega hasta solo 1830, pero es importante señalar que el 
mercado tanto californiano como australiano significaron un cambio radical para 
la agricultura nacional, incluyendo precisamente esta zona del país, generando 
como consecuencia el aumento del valor de la tierra y posiblemente 
incrementando las disputas entre propietarios. Así, tanto Colchagua como el 
departamento de Caupolicán continuaron desarrollando un sistema económico 
sin mayores variaciones a las del siglo XVIII, caracterizado por poseer un 
complejo y limitado sistema rural de trabajo, representado por tener una sociedad 
inmóvil en la que un número minoritario de terratenientes ejerció su dominio por 
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encima de la gran masa de campesinos
81
 e incluso sobre pequeños y medianos 
propietarios, como se verá en los juicios del capítulo siguiente.  
De esta manera, la tesista, María Magdalena Valdés se referirá a 
Colchagua como:  
(…) mundo humano contenido en cada una de las haciendas del 
distrito. La hacienda, aquella propiedad de enormes extensiones de 
tierra y, por lo general, deficientemente explotada, fue el teatro de 
acción de un entramado social inmóvil en su base, el cual los estratos 
bajos se vieron inevitablemente absorbidos por la misma, sin 
posibilidad de poder elegir una vía laboral alternativa al trabajo en las 
tierras patronales. Colchagua, tierra de tradición rural y con actores 
plenamente definidos, era reconocida como el “riñón de la 
oligarquía”, ya que las más poderosas familias chilenas de la época 
eran dueñas de la mayor parte de sus tierras, ejerciendo a su vez, gran 




1.5 PODER HACENDAL Y LA CONFORMACIÓN DE UNA RED 
SOCIAL. ADMINISTRACIÓN Y JUSTICIA LOCAL DURANTE 
LA PRIMERA MITAD DEL SIGLO XIX.  
 
 El poder económico y social sobre las haciendas se vio consolidado con el 
poder político local que tuvo la clase terrateniente en la zona. Esta se vio 
reforzada con la creación de la Villa de San Fernando en 1742 y el nacimiento de 
su primer Cabildo. La ordenanza de pobladores de 1745 estipulaba la libertad y 
algunas franquicias que podían gozar los comerciantes que se instalaban en las 
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. Durante el período colonial, la elite local pudo participar en 
sus respectivos cabildos, pero no en las intendencias que regían las provincias. A 
pesar de esto, el poder hacendal quedó de manifiesto en el año 1780, cuando el 
cabildo de San Fernando se ve representado por hacendados y no por los vecinos 
de la ciudad o en 1790 cuando la Corporación solicitó al Gobierno que se le 
otorgase la condición de vecino a cualquiera dispuesto a construir una casa 
decente, aunque no la habitase, con la sola condición de que se comprometiera a 
asistir a la Villa a las fiestas de tabla
84
. Sobre esta representatividad hacendal, se 
puede inferir con la tabla 1, que el primer cabildo de San Fernando donde solo 





PRIMER CABILDO DE SAN FERNANDO (1744)
86
 
NOMBRE CARGO OCUPACIÓN 
Jacinto de Fuenzalida Alcalde Hacendado 
Manuel de Rojas Alcalde Hacendado 
José de Hidalgo Alférez Real Hacendado 
Ramón Ramírez y Vargas Regidor Hacendado 
Martín Núñez de Guzmán Regidor Hacendado 
José de Maturana Alcalde Mayor Provincial Hacendado 
Cristóbal Zamudio Torres Escribano   
 
En relación con la dominación del espacio geográfico, este se articuló en 
torno a las familias más importantes de la zona, quienes controlaban los medios 
de producción, los recursos económicos, la mano de obra y las instituciones 
políticas y sociales locales. Esto se fue desarrollando mucho antes a la 
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conformación del primer Cabildo. El análisis de las familias conocidas en la zona 
como los Maturana, los Munita y los Arízmendi, desarrollaron importantes 
estrategias de poder económico, social y político ya sea para subir o mantenerse 
en el poder
87
. Cabe destacar que este poder local hacendal no fue completamente 
hegemónico sobre la administración política y jurídica del territorio, sino también 
se pudo apreciar como el grupo hacendal se vio cooptado por grupos de 
comerciantes de origen vasco llegados a la región durante la segunda mitad del 
siglo XVIII.  
Estos grupos buscaban principalmente acceder a los estratos altos de la 
sociedad colchagüina y para ello se establecieron conexiones matrimoniales 
motivadas principalmente por conveniencias económicas. Las relaciones de 
parentescos fueron la base desde donde se conformó el poder local. Tal 
comportamiento comenzó desde los primeros tiempos de la ocupación del 
territorio, pero fue desde el siglo XVIII en adelante cuando la tendencia a 
establecer este tipo de relaciones se robusteció. Así fue como los miembros de 
las principales familias se reunieron en una poderosa red social donde 
controlaban los cargos de la institución política más importante de la zona: el 
Cabildo. Así podían mantener el poder y la defensa de sus propios intereses 
locales
88
. La ciudadanía en esas condiciones se ejercía, de hecho, desde dentro y 
hacia dentro de la comunidad
89
. 
Rolando Mellafe señalaba que este poder monopólico quedaría 
demostrado en 1789 cuando un grupo de aldeanos de la villa de San Fernando 
formulasen quejas al Gobierno Central sobre el abuso de los terratenientes de 
Colchagua en materia de comercio. Se desprende de las declaraciones realizadas 
por el fiscal de la Real Audiencia de Santiago que los corregidores y el Cabildo 
eran culpables de mantener al corregimiento en estado calamitoso y a la vez 
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acusaban de actos monopólicos en el comercio a los terratenientes de la zona. El 
monopolio era absoluto, incluso los cobradores del diezmo no encontraban 
arrieros para trasladar las mercaderías de sus cobranzas a Santiago o Valparaíso 
sin la anuencia de los cosecheros
90
. Cabe destacar que el Corregidor –llamado 
hacia finales del siglo XVIII subdelegado– era aquel juez que ostentaba 
atribuciones políticas, administrativas y militares, quienes se veían secundados 
por las labores de los tenientes de corregidor. Se supone que los corregidores y 
los tenientes serían personas foráneas a la provincia que servirían, pero por 
razones económicas esta regla nunca se llegó a cumplir
91
. Un estudio de Santiago 
Lorenzo, demostró que de hecho la gran mayoría de los corregidores tenían un 
origen local y no externo: 
Cuando se examinan las nóminas de Corregidores que existen, 
se comprueba que la mayoría de los designados por los gobernadores 
han sido reclutados entre los hacendados de los partidos en que 
prestan servicios. Las deficiencias de la administración judicial 
tampoco eran diferentes en los tenientes de los corregidores 
nombrados por éstos. Los problemas por los que atravesaba la 
organización judicial eran ampliamente conocidos y se echaba de ver 
la falta de personal adjutor de la justicia
92
.  
Cabe destacar que esta autonomía –de facto– local quedaría confirmada y 
ampliada durante la primera década de vida independiente. Por ejemplo, en el 
caso de la administración de justicia, la Constitución de 1823 señalaba que en las 
municipalidades los alcaldes serían los conciliadores donde hubiese jueces de 
letras y donde estos faltasen serían jueces ordinarios, nombrándose allí dos 
regidores para la conciliación
93
. De hecho, se confirmaba la supervisión por parte 
de una elite local, carente de formación jurídica universitaria, que en el ámbito 
judicial obligaba a todo aquel que recurriera a la justicia a presentarse 
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previamente ante los jueces de conciliación, vale decir ante los notables locales
94
. 
Además, tanto el alcalde como los subdelegados e inspectores incluyeron en sus 
funciones la administración de justicia y certificarán la transferencia de bienes 
raíces. Se trataba de los denominados jueces legos, sin instrucción jurídica formal 
en derecho, quienes eran residentes y vecinos de su respectiva jurisdicción
95
.  
El sistema judicial implementado durante los inicios de la República se 
apoyará en el Reglamento de Justicia de 1824 que dispuso el ordenamiento de 
juzgados y tribunales, junto con las atribuciones de cada magistrado
96
. Este 
organizó los juicios civiles de acuerdo con la cuantía disputada. Así, toda 
demanda civil que no excedía de cuarenta pesos se debía interponer ante el 
Inspector de la comunidad a que perteneciere el demandado
97
. Mientras que toda 
demanda civil que excediese los cuarenta pesos y no sobrepasase los ciento 
cincuenta, se debía interponer ante el prefecto a que perteneciere la comunidad 
del demandado, quien decidiría verbalmente, pudiendo la parte que resultase 
agraviada apelar ante el respectivo subdelegado
98
. Así los juicios de primera 
instancia, conocidos por los jueces de letras, serían aquellos donde la cuantía 
excediese los 150 pesos en un juicio, ya sea, por escrito conforme a derecho o 
verbalmente si ambas partes se convinieren a ello
99
. En ausencia de Juez de 
Letras, asumiría este rol de primera instancia el alcalde ordinario
100
 y en donde 
no hubiese alcalde correspondía a los subdelegados el conocimiento y funciones 
que previenen
101
. Cabe destacar que estos jueces legos podían apoyarse en un 
letrado para consultar en las causas si lo hallasen pertinente
102
. 
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A su vez la Constitución de 1828 seguirá la misma línea argumentativa 
que la Carta de 1823, al señalar que será atribución de las Asambleas 
Provinciales nombrar a los jueces letrados de primera instancia
103
, quienes 
conocerán las causas civiles y criminales que en ella susciten
104
. Sobre estos 
sujetos, el comportamiento de las partes y el funcionamiento de la administración 
de justicia en el plano local los analizaremos con mayor detalle en el capítulo 
siguiente. 
De esta manera es posible afirmar que la creencia de la representación y 
autonomía local podían verse acrecentadas por la independencia. Esto llevó a que 
la causa emancipadora fuese mayoritariamente apoyada por la elite local y de 
hecho se confirmó durante la década de 1820 ante la fuerte influencia pipiola y 
provinciana que tuvo el país durante esta década que potenció el poder regional. 
Pero ante la falta de un proyecto de Estado lo suficientemente fuerte para 
imponerse sobre otros proyectos o que equilibrara eficientemente el poder entre 
la élite del valle más poderoso de Chile –Santiago– y las provincias, este terminó 
derivando en importantes fricciones por parte de una elite –y posiblemente las 
otras elites provinciales– que pretendían consolidar sus poderes locales y una 
capital que pretendía establecer un mayor centralismo a costa de las regiones 
productoras. Así, el historiador Juan Carlos Cáceres mencionará la existencia de 
una especie de “acuerdo de caballeros” entre las partes enfrentadas: 
Estos ideales federalistas finalmente serían transados en una 
especie de pacto post Lircay donde se instaló un centralismo junto a 
una camuflada suerte de federalismo provinciano que dejaba a esas 
elites el goce y control de sus zonas. En otras palabras, junto a un 
centralismo jurídico y constitucional coexistía la siempre y tradicional 
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 Finalmente, esta mayor dependencia y sometimiento al Gobierno Central 
se puede explicar por la derrota política y militar del proyecto federal-liberal 
hacia finales de la década de 1820 y se confirmó durante la década de 1830. Esto 
quiere decir que, a pesar del autoritarismo y centralización de Santiago a partir 
del triunfo Conservador, las elites locales continuaron vigentes, aunque poco a 
poco fueron sometiéndose al poder cada vez más hegemónico de la Capital y de 
las zonas mercantiles
106
. De esta manera la organización y administración de 
justicia en Chile con la Constitución de 1833 quedará organizada en primera 
instancia por Jueces de Letras propuestos por el Consejo de Estado
107
. Como se 
verá en el siguiente capítulo, a pesar de estos avatares centralistas, el 
establecimiento de una eficaz red social local aseguro la mantención del poder 
local, independiente del período que se quiera estudiar, esto también se pudo 
apreciar en la administración de justicia en la Provincia de Colchagua y el 
Departamento de Caupolicán.    
Así las diferencias en el trato y los veredictos estaban condicionados al 
origen social de los involucrados. Estas desigualdades se pueden evaluar tanto en 
el período colonial como durante la primera mitad del siglo XIX y posiblemente 
más allá. Según el historiador Juan Cáceres Muñoz, los beneficiarios de la 
justicia siempre fueron los individuos pudientes, sus familias y su clientela
108
. 
La existencia de una justicia defectuosa se debía al resultado de 
vinculaciones clientelares entre los poderosos locales y las autoridades 
locales y de justicia. Los vínculos de amistades entre aquellos que 
deben impartir justicia y los señores locales hicieron muy difícil actuar 
con cierta imparcialidad. Por tanto, el accionar de los jueces y la 
forma cómo ellos aplicaban justicia debe ser comprendida como el 
producto de redes clientelares, en el sentido de que, en muchas 
ocasiones, tales cargos obedecían al favor concedido por los notables 
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locales, donde el llamado juez-cliente ganaba protección y podía 
llegar el notable, asegurarle ascenso social y por otro lado, éste 
obtenía lealtades personales como así mismo ampliar la red socio 
espacial del poder local.
109
. 
Por último, hay que agregar que durante el periodo conservador, la elite 
local comenzó a cumplir un rol de cliente ante la elite santiaguina en los procesos 
electorales. De esta manera, la representación de la provincia en el Congreso 
comenzó a quedar en manos de diputados y senadores nacidos fuera de la 
provincia y que además poseían fuertes intereses económicos en la zona. El 
apoyo electoral brindado por la clientela local era retribuido con algún favor o 
puesto administrativo en la burocracia del Estado
110
. 
A pesar de esta especie de acuerdo tácito de convivencia entre la elite local 
y Santiago, cabe destacar que no era una elite alejada de los conflictos y 
problemas que podían comprometer al país. Existían problemas que eran 
comunes a toda la clase terrateniente nacional, como la delincuencia y la 
excesiva cantidad de población vagabunda. De esta manera con apoyo del 
Gobierno Central y confirmando el pacto anteriormente mencionado, se 
aprovecharon algunas externalidades donde se buscó dar solución a dicho 
problema, así lo comentará la historiadora María Magdalena Valdés: 
De los tres departamentos que, por esos años formaban parte de la 
provincia de Colchagua, Caupolicán fue la que con mayor ímpetu 
captó la atención del gobierno de José Joaquín Prieto. Desde un 
principio las misivas de Santiago a la intendencia y de ésta al 
departamento de Caupolicán dedicaron algunas palabras de más a esta 
gobernación con el fin de provocar que de ella saliera la mayor 
cantidad posible de reclutas para la Guerra contra la Confederación 
Peruano-Boliviana. No se trató, esta vez, de la gobernación de mayor 
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cantidad de habitantes, pero a saber por los envío del gobierno, sí fue 
la que poseía “el mayor número de vagos de la República”111. 
 De esta manera, podemos concluir que la formación del territorio de 
Colchagua y su población se desarrolló con importantes grados de 
autonomía política y con el protagonismo de una elite terrateniente local 
que administró la región administrativamente en instituciones de primera 
instancia o de base, realizando, por ejemplo, labores de alcaldía o de jueces 
ante los conflictos interpersonales que pudiesen ocurrir en la región. Así, 
este tipo de labores sirvieron como mecanismos de validación social de este 
grupo privilegiado de la población, especialmente cuando entraban en 
contacto con el resto de los habitantes ante situaciones de conflictos 
jurídicos.  
En el siguiente capítulo, revisaremos como se desarrollaron estos 
juicios en el territorio de Colchagua y cuáles fueron las principales 
características en su desarrollo, desenlace y qué tipo de acciones y 
argumentaciones utilizaron los actores involucrados en estos litigios, 
entendiéndose que había distintos tipos de pleitos pero una noción más o 
menos general de lo que se entendía por propiedad.  
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Algunos dueños de Hacienda de Caupolicán 1833
113
 
Localidad Dueño Hacienda Valor Catastro 
Pichidegua Miguel Echeñique Huique 5.000 
  Manuel Ortúzar Armahue 4.000 
  Manuel Donoso Pichidegua 1.000 
Guarcahue Saturnino Silva Estacada 1.500 
  Juan Francisco Cuevas Tilcoco 3.000 
Pencahue  Juana Delzo Rastrojo 5.000 
Rengo Valentín Valdivieso Apalta 8.000 
  Jose Pedro Maturana Popeta 2.000 
Olivar Domingo Lavín Hillegue 1.500 
  Rafael Larraín Cauquenes 6.000 
 
Dolores Valdovinos ------ 1.500 







1. Álvaro Villagra de la Cueva 1593 
2. Juan Pérez de Cáceres 1594 
3. Francisco Pérez de Valenzuela  1595 
4. Diego de Salas  Hasta 1603 
5. Gonzalo Gutiérrez de Sotomayor 1603 
6. Diego Arias de Saavedra  1605 
7. Lorenzo de Moraga  1606 
8. Juan de Ibarra 1606-1607 
9. Francisco de Pan y Agua 1608 
10. Martín de Zamora 1609 
11. Carlos de la Cerda Cervantes 1610 
12. Juan de Liberona 1611-1612 
13. Pedro de Acurcio Villegas 1614-1616 
                                                          
113
 Juan Cáceres Muñoz, Poder rural y estructura social, Colchagua, 1760-1860 (Valparaíso: Ediciones 
Universitarias de Valparaíso, 2007) 175-176. 
114
 Carlos Valenzuela Solís, Historia de Colchagua (Santiago: Editorial Andujar, 1997) 36-42. 
54 
 
14. Álvaro de Navia y Roenes 1617-1618 
15. Bernardino de Quiroga  1618-1620 
16. Juan Pérez de Cáceres Hurtado 1620-1622 
17. Juan Vallejos 1622-1624 
18. Alonso de Zelada Montalbán 1624-1625 
19. Jerónimo de Cisternas 1625-1627 
20. Juan Ponce de León Villavicencio 1627-1629 
21. Fernando Álvarez de Toledo 1628-1630 
22. Fernando Canales de la Cerda 1630-1631 
23. Francisco Venegas de Toledo 1631-1638 
24. Agustín Ramírez Sierra 1633-1635 
25. Antonio Fernández Caballero 1635-1638 
26. Felipe Arce Cabeza de Vaca 1638-1640 
27. Diego Jofré de Loayza Gaete 1640-1642 
28. Martín Ruiz de Gamboa 1642-1645 
29. Juan López de Madariaga 1645-1647 
30. Valentín de Córdoba 1647-1649 
31. Juan Álvarez de Berríos 1649-1650 
32. Francisco de Higueras de Santa 
Ana 
1650-1651 
33. Francisco de Flores Maldonado 1651-1654 
34. Lorenzo Díaz de Zúñiga 1654-1655 
35. Luis Godoy Figueroa Toledo 1655-1656 
36.  Juan de Caso Fuerte 1656-1659 
37. Juan López de Madariaga 1659-1660 
38. Diego de Leiba 1660-1662 
39. Bartolomé Maldonado 1662-1664 
40. Diego de Aguilar Maqueda 1664-1667 
41. Andrés Orozco 1667-1668 
42. Francisco de Villavicencio 1668-1670 
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43. Lorenzo Pérez de Valenzuela 
Aranda 
1670-1671 
44. Alonso Gómez de Silva 1671-1673 
45. Pedro Toro Mazote Zelada 1673-1675 
46. Juan Antonio Morales de la Banda 1675-1677 
47. Antonio Manuel de Carvajal  1677-1682 
48. Luis de Guzmán Coronado Soto 1682-1685 
49. José Maturana Valles 1685-1689 
50. Pedro Covarrubias Lisperger 1689-1692 
51. José de Alvear 1692-1695 
52. José de Alzamora 1695-1697 
53. Blas de los Reyes Vásquez 1697-1699 
54. Fernando del Corral Calvo de la 
Torre 
1699-1704 
55. Martín Ruiz de Gamboa 1701 
56. Antonio Cáceres 1702 
57. Martín Ruiz de Gamboa 1704-1705 
58. Antonio Cáceres 1707-1713 
59. Juan Antonio de Padilla 1709 
60. Juan Núñez de Silva 1712-1713 
61. Millán López de Martínez 1714-1716 
62. Francisco José Gallardo Verdugo 1717-1720 
63. Diego Calvo Encalada 1717-1720 
64. Francisco José Gallardo Verdugo 1722-1723 
65. Diego de Toro Zambrano 1723-1724 
66. Lorenzo de la Barra 1725-1727 
67. Bartolomé Pérez de Valenzuela  1727-1729 
68. José Portales y Meneses 1729-1730 
69. Pedro Vásquez de Acuña 1731 
70. Luis de Aragón 1732 
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71. Pedro José de Cabañas Trujillo 1739 
72. Sebastián de Valenzuela 1739 























2. ARGUMENTOS UTILIZADOS POR LOS ACTORES PARA 
JUSTIFICAR SU DERECHO A LA TIERRA 
 
Este capítulo busca problematizar los argumentos y nociones utilizados por 
actores provenientes de diversos estratos sociales actuando en calidad de 
querellantes, denunciantes e inculpados por conflictos interpersonales ligados a 
la tierra durante las primeras tres décadas del siglo XIX en el Departamento de 
Caupolicán. En este sentido, esta sección buscará a fin de cuentas resumir, 
identificar y desmenuzar los argumentos de los agentes durante estos eventos 
jurídicos. Para esto, se ha seleccionado una muestra de 11 juicios bajo los 
criterios de selección espacial, género, tipo de juicio y cronológico  
Cabe destacar que, a nivel de selección espacial, el análisis se circunscribió al 
área de Colchagua y Caupolicán, a nivel de género se intentó identificar si la 
participación es exclusivamente masculina o si existió algún grado de 
participación femenina en los juicios. En relación al tipo de juicio, estos se 
dividieron y agruparon de acuerdo a similitudes en las causas analizadas, y en 
relación a las argumentaciones, se intentó destacar cuáles fueron las nociones de 
propiedad sostenidas por los actores y qué tipo de justificaciones señalaron a la 
hora de defender sus respectivas posiciones.    
Entre la identificación de los actores mencionados se puede apreciar que las 
tensiones se manifestaron en su mayoría entre personas de un rango social 
relativamente similar, por ejemplo: propietarios de medianos y pequeños terrenos 
contra vecinos o familiares cercanos; particiones de bienes ante la muerte 
repentina de uno de los miembros de la familia; petición a la justicia de un 
“mejor derecho” después de una compraventa ante el dominio de un terreno; 
problemas con arrendatarios; petición de uso de un terreno que pertenecía a un 
tercero; o la regulación de un derecho a uso aprovechado por un número 
indeterminado de personas. Estos casos se presentan a continuación haciendo 
mención de cada uno de estos juicios y dividiéndolos en dos subcapítulos. La 
primera parte de este capítulo hará mención a argumentaciones donde los actores 
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involucrados sostenían poseer un mejor derecho y el segundo subcapítulo 
buscará dar a conocer aquellas causas donde se recurría a la autoridad con el 
objetivo de solucionar posibles problemas con la intervención de este tercero, el 
juez, quien poseía la potestad suficiente para poder intervenir y decidir de manera 
objetiva y justa en relación a particiones equitativas de bienes inmuebles. 
Cabe destacar, que los juicios no necesariamente tienen un final claro, 
muchos de ellos quedan inconclusos y esto es presumiblemente porque las partes 
pudieron haber llegado a algún tipo de acuerdo extrajurídico. La generalidad de 
los juicios revisados muestra que estos sujetos en su mayoría correspondían a un 
posible sector medio rural. De esta manera, podemos señalar que no se les podría 
clasificar como grandes terratenientes o hacendados debido al tamaño de sus 
predios, ni sobre los montos en dinero transferidos o en disputa y tampoco 
correspondieron a la masa popular que estaba compuesta principalmente por 
inquilinos, peones y gañanes. De esta manera, es este sector que se apoyó en la 
autoridad para poder solucionar problemáticas entre partes que no llegaban a 
buen entendimiento.  
Así, en estos expedientes se puede apreciar cómo interactuaban las partes; 
cuáles eran sus principales argumentaciones para defender sus respectivas 
posturas; cómo se elegían en algunos casos representantes o apoderados en los 
juicios sin poseer estos la formación y profesión de abogados (legos), pero que 
posiblemente tenían experiencia jurídica en litigios judiciales; y cuál fue la labor 
y prácticas jurídicas que cumplían los jueces que ocupaban los cargos 
administrativos de Tenientes Gobernadores y desde finales de la década de 1820 
de Jueces de Letras.  
Además, cabe destacar y mencionar que a pesar de que a nivel político existen 
diferencias al investigar un período que se divide entre la última década del 
período colonial y el inicio de un país independiente, acompañada con una clara 
inestabilidad económica y política, en ninguno de los juicios que se presentarán a 
continuación se aprecia que estos sujetos o las mismas autoridades se hayan visto 
afectadas por los acontecimientos ocurridos en estos inestables años e incluso se 
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puede constatar una rápida asimilación a las instituciones judiciales republicanas 
apenas iniciada la etapa conocida como Patria Nueva o el período de los Ensayos 
Constitucionales. De hecho, podemos apreciar que por parte de los actores 
involucrados existía una confianza manifiesta hacia la labor que realizaban los 
jueces legos y que iba más allá de las arbitrariedades que pudiesen haber 
cometido estas autoridades o el orden jurídico existente. Esto quiere decir que se 
veía a la autoridad judicial como aquella posibilidad y oportunidad de reclamar y 
buscar justicia.  
También, cabe mencionar que existía una red jueces y autoridades locales que 
se manifestaba principalmente a través de la costumbre y la tradición, que va 
marcando la cotidianidad de estos sujetos y no apela mayormente al poder central 
o autoridades alejadas para poder solucionar sus conflictos, ya que hay una clara 
noción por parte de la población sobre lo que se entiende por justicia o injusticia, 
generándose una cultura judicial local que permitió mejorar las relaciones entre 
sujetos en conflicto. 
 
2.1 JUICIOS SOBRE MEJORES DERECHOS 
A continuación, se presentarán una serie de casos judiciales que representaron 
la idea de reclamar un mejor derecho. Esto se verá graficado específicamente 
cuando una parte, el demandante, solicitaba y reclamaba poseer una mejor 
posición para poder tener el dominio de un bien raíz por sobre otro sujeto, el 
demandado. Los argumentos serán siempre los mismos, una mayor proximidad 
de parentesco con el dueño originario (ya fallecido) que en un inicio fue quien 
ejerció el dominio sobre la propiedad.  
El primer caso que veremos se refiere a un juicio en la localidad de Coinco en 
el año 1800. Este litigo surge y se inicia con un relato sobre una compraventa de 
un bien inmueble por parte de José Lovo quien se obliga a vender una suerte de 
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tierras sin disputas [que] posee con la clausula de saneamiento
115
 y don Pedro 
Nolasco Ramírez, residente de la Estancia de Tilcoco, quien poseía una suerte de 
tierras de 16 cuadras ¾ heredada de sus padres quien se comprometía también a 
vender. Cabe destacar que en este caso y en otros, se logra observar que la noción 
de propiedad no sólo se refería al retazo de tierras sino también incluía los bienes 
construidos y plantados en el lugar, como edificios y casa en que bivo con todo lo 




El tema principal del juicio citado es cuando se hace referencia a un tercer 
actor que señalaba poseer un mejor derecho de compra sobre los terrenos en 
venta de Pedro Nolasco Ramírez. Este derecho fue apelado por el viudo en 
primeras nupcias y ex cuñado de Pedro Nolasco Ramírez quien intentaba 
comprar dicho retazo de tierras de 16 cuadras ¾ por sobre otro comprador de 
nombre Ramón Ramírez Duburg. De esta manera, el demandante Manuel 
Ramírez Molina, el ex cuñado, entra en una disputa sobre la compra, al denunciar 
que […] por el parentesco mas y mediato, se ha de justificación, de usia 
declararme por preferido, y mandar que inmediatamente que se me otorge el 
correspondiente ynstrumento de venta publica según las clausulas de dicha 
voleta,[…] a usía pido y suplico que habiendo por consignado el dinero se sirba 
declararme por de mejor derecho a la compra de las expresadas ucinas
117[…].  
Finalmente, se le ordenó al diputado de Guacargue por parte del juez mayor 
que notificase a Pedro Nolasco para que se le otorgase la escritura de venta a 
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favor de Manuel Ramírez Molina y no de Ramón Ramírez Duburg, en virtud del 
decreto firmado por el subdelegado José Joaquín de Guzmán
118
.  
De esta manera, todo parecía indicar que el juicio pudo haber terminado con 
la decisión del subdelegado, como lo señala el párrafo anterior al anular la 
compraventa, pero Pedro Nolasco Ramírez y el comprador Ramón Ramírez 
Duburg, salieron de la ciudad de San Fernando para dirigirse a firmar la 
compraventa a Santiago. Los argumentos de Manuel Ramírez Molina son 
bastante claros al mencionar esta acción, acusa y “[…] se infiere la malicia con 
que sorprendieron el superior animo de U.S. en la representación apoyada con 
la escriptura indicada, y mala fée con que han hecho ilumino lo juzgado por el 
juez que conoce desta causa; y a fin de remediar el perjuicio[…]119 que ellos 
tiene a causa de la resolución judicial.  
De todas maneras, Ramón Ramírez Duburg justificando su actuar en Santiago 
y la legalidad del contrato firmado, señalaba que en él se acreditaba en bastante 
forma el contrato y pide que el juez más inmediato a las referidas tierras, 
proceda sin dilacion, y con arreglo a los documentos manifestados a darme la 
pocecion civil, corporal, jure, domini de las tierras compradas al enunciado don 
Pedro Nolasco; y en el caso de contradiccion de alguno de los interesados, ó 
circunveanos el Subdelegado del Partido le preste el auxilio que fuese necesario, 
para evitar todo tropieso, y discordia de que este acto resulte[…]120.  
En otra declaración escrita por parte del acusado, Ramón Ramírez Duburg, 
señalaba que la demanda interpuesta por Manuel Ramires Molina era ilegal e 
intempestiva, puesto que fue bien hecha la compraventa y sostuvo que para 
intentar la accion de retracto son presisas copulativamente tres cosas; hasaver 
que el que la deduce sea pariente por línea recta del vendedor, y jure ser la 
                                                          
118
 Archivo Nacional Histórico de Chile (ANHCh), Archivo Judicial de San Fernando, Caja 22, Legajo 
39, Expediente 23, sobre don Manuel Ramires Molina con don Ramon Ramires deben sobre preferencia a 
la compra de unos terrenos, Foja 5. 1800. 
119
 Archivo Nacional Histórico de Chile (ANHCh), Archivo Judicial de San Fernando, Caja 22, Legajo 
39, Expediente 23, sobre don Manuel Ramires Molina con don Ramon Ramires deben sobre preferencia a 
la compra de unos terrenos, Foja 5 vuelta. 1800.  
120
 Archivo Nacional Histórico de Chile (ANHCh), Archivo Judicial de San Fernando, Caja 22, Legajo 
39, Expediente 23, sobre don Manuel Ramires Molina con don Ramon Ramires deben sobre preferencia a 
la compra de unos terrenos, Foja 11. 1800. 
62 
 
especie para si que lo aga dentro de los nueve días primeros siguientes al 
otorgamiento de la escritura, y que en el mismo deposite igual cantidad que la 
exivida por el tercero[…]. Ramírez Duburg aseguraba en su defensa que ambos 
estan en igual grado de parentesco, solo por parte de sus ijos podría don Manuel 
ser de mejor derecho [y] no teniendo ellos como comprarlas con su peculio se 
admita a don Manuel el tanteo, sin interponerlo por sus hijos sin jurar que es 
para ellos, y sin ser ya administrador de sus vienes[…]; y por aver interpuesto 
don Manuel el retracto a los dies y siete dias de estar yo en posesion[…] 121.  
Además, dentro de las pruebas del acusado, no solamente se configuraba su 
defensa con argumentos jurídicos de tipo civil sino también penales, al señalar 
que […]el motivo de revajarme diez pesos en cada quadra era, obligado de mis 
buenos servicios por cuio motivo no quería vender a don Manuel por que este 
avia hidolo a matar a su casa
122
. Por último, cierra señalando que la causa 
principal del interés de Manuel Ramires Molina por estas tierras era 
exclusivamente a su malicia, porque al verlas ahora mejoradas en cerca y con 
vuenos pastos[,] promueve su Accion desentendiéndose del dilatado tiempo de 
diez meses a que las estoi trabajando, sin alegar causa alguna por la que no 
ubiese promovido su derecho
123
. Por otra parte, cabe destacar que la respuesta del 
demandante no tardará en llegar en el siguiente escrito, al señalar que no es del 




De todas maneras, el juicio termina repentinamente y no sabemos bien a qué 
tipo de acuerdo extrajudicial llegaron las partes. Pero, por lo menos, para nuestro 
estudio quedaron bien identificados quiénes eran los actores, cuáles fueron sus 
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argumentos llevados a cabo por cada una de las partes para poder configurar y 
crear un discurso en su defensa sobre el mejor derecho a estas tierras utilizando 
argumentos tanto legales como de honorabilidad y trabajo. Además, es preciso 
mencionar que la disputa fue desarrollada entre parientes políticos, quienes 
fueron mostrando porqué cada uno poseía un mejor derecho ante la adquisición 
de una propiedad que se encontraba en venta.  
En otro caso similar al anterior, se encuentra en el expediente de Mariano 
Benegas contra Gregorio Gutiérrez sobre el derecho a un sitio y un parronal 
avaluado en 55 pesos en la localidad de Malloa en el año 1823. Es interesante 
señalar que el Alcalde Territorial del lugar y sus distritos, el señor Martín 
Carranza, se hizo a cargo del juicio después que el gobernador de la provincia, 
José Casimiro Torrealba, autorizara su accionar en el juicio “resiviendo 
informacion, o admicion de pruebas las[,] que estime necesarias, en conformidad 
que no tengan que aser nuevo recurso […]”125.   
En este juicio, el señor Gregorio Gutiérrez argumentó que el sitio en disputa 
fue del señor Santos Benegas y que al fallecer este dejó como heredera universal 
a su mujer Josefa Selis que, por su fallecimiento se le legó a María Selis, una hija 
natural y esposa del demandante Gregorio Gutiérrez. Según los expedientes, el 
haber entregado en herencia esta tierra a María se vio motivada, ya que ella 
asistió y cuidó a Josefa Selis durante sus últimos años de vida.  
De esta manera se llegó a encontrar dicho sitio en manos de la familia 
Gutiérrez-Selis hasta que un hermano del finado de Santos Benegas, de nombre 
Mariano Benegas, y tío político de María Selis, de su propia autoridad e 
informando al Alcalde Territorial se puso en posesión del sitio en disputa sin 
darle previa audiencia a Gregorio Gutiérrez y a su mujer, practicando según 
palabras del afectado un despojo violento. Así, Gutiérrez exigía y demandaba que 
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En consecuencia, como parte de las pruebas, el señor Gregorio Gutiérrez 
presentó una de las pruebas más recurrentes ante disputas de propiedades de un 
difunto, el testamento de Santos Benegas. En el documento se declaraba poseer 
una diversidad de bienes, desde una mula mansa, un potro chúcaro y 
herramientas de trabajo. También se declaró en el testamento poseer un solar 
donde vivía el fallecido. Este tenía árboles, un parral, una casa que había 
heredado Santos Benegas de sus padres y por parte de su mujer, al casarse, ella 
aportó solamente con animales al matrimonio. Estos fueron seis bueyes, tres 
vacas, tres terneros, quince ovejas hembras y un macho, además de objetos de 
valor. También, Santos Benegas declaró que dejaba como albacea y tenedora de 
sus bienes a su mujer, señalando “por mi unica heredera a la dicha mi mujer 
para que los pocea y los gose ahora y toda la vida como universal heredera se 
los dejo demi espontanea voluntad […]”127. 
En vista y considerando las pruebas expuestas, el gobernador José Casimiro 
Torrealba y con certificación de un nuevo alcalde territorial, el señor Ramón 
Ximenes, declaró finalmente a favor de Gregorio Gutiérrez la posesión del 
“retasillo de tierra y parronal por haverlo gosado en vida como por su legitima 
Santos Benegas de quien es subsesora por derecho Maria Seliz como hija de la 
mujer del expresado Benegas aquien este dejó de universal eredera”128.  
De esta manera se le ordenó al Territorial de Malloa que restituyese la 
posesión del terreno al afectado y su mujer, además de exigir que se le pagase los 
productos despojados en efectivo. Así, el alcalde territorial, Martin Jiménez 
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Molina, junto a testigos restituyeron a Gregorio Gutiérrez y su mujer el terreno y 
parronal despojados por Mariano Benegas.  
Un hecho similar ocurrió con el señor Bernardo Palma, vecino de la localidad 
de Chanqueahue en 1830 quien defiende los derechos de propiedad en Malloa de 
su esposa en 1830. El matrimonio acreditaba como medio de prueba de tales 
derechos un testamento protocolizado de la finada Francisca Zúñiga, el que fue 
adjuntado en el expediente judicial.  
Este documento señalaba que Francisca Zúñiga, al momento de escribir el 
testamento en 1788 ya se encontraba en estado de viudez del señor Joaquín 
Sabala de cuyo matrimonio no tuvo hijos. En relación con la posesión de bienes 
de la viuda, esta declaró poseer algunos bienes materiales como una paila de 
cobre, tres tinajas vineras, dos pares de petacas, un colchón, dos sabanillas, una 
frazada, cuatro cojines, una saya de pico de oro, entre otros humildes bienes y 
que al momento de contraer nupcias ella aportó al matrimonio con un sitio de 
media cuadra heredada de sus padres y donde lo edificado y plantado allí se 
realizó durante el matrimonio
129
. También se señalaba, en uno de los ítems del 
testamento, que al momento de redactar dicho documento poseía dos cuadras de 
terreno adicionales que dejaba como herencia a una persona que ella crio, de 
nombre Trinidad Ávila. Así declaró que de los dos quartos de tierra que tengo el 
uno le dejo a Trinidad Abila a quien ecriado ya hasta la presente me esta 
manteniendo y sirbiendome y por no allar como corresponderle le ago esta 
gracia y donacion por su serbicio personal y el otro quarto de tierra lo dejo con 
los gananciales que me tocasen de lo edificado y plantado lo dejo para que se 
enbierta en mi entierro y bien de mi alma
130
. También se mencionaba en el 
testamento, que ella tuvo una hija antes de casarse, llamada María del Carmen, la 
que dejo desheredada y apartada de mis bienes por no haverme socorrido ni 
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asistido en mis enfermedades y necesidades que e tenido
131
. De esta forma, una 
vez presentada la prueba del testamento de la finada Francisca Zúñiga se citó al 
albacea de este documento, de nombre Matías Núñez. 
Finalmente, el juez dictaminó que sobre el sitio localizado en Malloa que dice 
Bernardo Palma corresponderle a su esposa por herencia de Francisca Zuñiga y 
este se convino después de varias proposiciones echas de parte a parte ante los 
testigos que Matías Núñez entregara a Bernardo Palma la media cuadra de tierra 
de que consta el sitio con sus planteles en un plazo de tres días y una casa que se 
haya en el mismo solar la que entrega igualmente en todo el mes de noviembre. 
Por otra parte, don Bernardo Palma por esta sesión que se le hizo y derechos que 
allí le correspondían a Matías Núñez debe cancelarle sesenta y dos pesos en todo 
el mes de noviembre sino vendiese antes el sitio referido que hipoteca 
expresamente a la solución de la deuda.  
Así quedó, en este caso, concluido el pleito. Se señaló en la sentencia que sin 
que uno u otro puedan hacerse cargo alguno sobre goces, deudas, derechos, 
pues quieren que este advenimiento celebrado sea en todo tiempo valedero, a 
efecto de todas las leyes, fueros y otros
132
.  
Otro juicio de este mismo tipo, fue la petición de poseer un mejor derecho el 
que enfrentó Antonia Martínez y su esposo Jacinto González contra Mercedes 
Garrido sobre unos terrenos que poseían una superficie de diez cuadras en el 
sector de El Chaval de Malloa en 1830. En este litigio Jacinto González señalaba 
que su suegra, Mercedes Garrido, gozaba de unas tierras y fincas que fueron de 
su finado suegro y que no se habían realizado en ellas las particiones 
correspondientes.  
Esta causa fue vista en un principio por el Alcalde de San Fernando y 
posteriormente derivada al Alcalde Territorial de nombre Juan José Carrasco. 
Este último dictaminó en el año 1827 que se partiesen por iguales partes entre la 
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suegra, y yerno, así de terreno como de plantéeles y demas cosas
133
. A pesar de 
esta resolución, el juicio continuó ya que las partes no quedaron conformes con 
la partición del terreno realizada por el Alcalde Territorial y, entre tanto, 
Mercedes Garrido había gozado de todos los productos de los planteles en 
disputa sin poseer su parte correspondiente a Jacinto González
134
. De esta manera 
el Alcalde de Segunda Categoría de apellido Riveros le encomendó al Alcalde 
Territorial, Juan José Carrasco, para que cumpliera el decreto del año 1827, ya 
que por no haber habido apelación lo tenía que llevar a efecto y si era necesario 
podía asesorarse para su mejor inteligencia por un juez partidor de nombre 
Narciso Fariña. De esta manera, el alcalde territorial hizo comparecer a Serafín 




De esta manera se agrega más adelante algunos datos que revelarían cuáles 
eran los límites que poseía el terreno en disputa. Este trabajo fue realizado por 
Narciso Fariña quien señaló que el sitio se hallaba entre los terrenos de Alfonso 
Garai al oriente, y Rosa Garai al poniente. Que su cabecera del norte poseía 
siento sesenta y cinco varas, que al oriente y poniente poseía de largo nueve 
cuadras y cincuenta y siete varas y por la cabecera sur ciento cincuenta y cinco 
varas lo que daba un total de diez cuadras
136
. Posteriormente, en una misiva 
realizada por el juez Riveros se señalaba que Serafín Donoso se había quejado 
por la partición realizada por Narciso Fariña. Riveros señaló que este juez no 
hobro lo que se le ordenaba, causa de nuevas quejas. Por lo que el Alcalde 
Territorial que actualmente gobierna, Don José Antonio Baldovinos, sirbiendose 
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a mi anterior decreto de marzo de 1827 y asociado con el dicho juez partidor 
berval o por informe oirá en justicia
137
. 
En las siguientes fojas se adjunta el testamento correspondiente a Mercedes 
Garrido. Se presenta una copia igual a la original hecha por el escribano público 
de la Villa de San Fernando el señor Juan Arellano. En él se señalaba que al 
momento de escribirse el documento se encontraba de buena salud y en sano 
juicio, memoria y entendimiento natural. No deja de ser llamativo, al igual que 
en todos los testamentos revisados su declaración en cuanto a la religión 
practicada como forma de introducir dichos documentos al señalar que “creo en 
todos los artículos y misterios de nuestra santa feé católica, en cuya creencia 
quiero protesto vivir y morir como fiel christiana y verdadera católica, y espero 
en la divina magestad que ha de tener misericordia de mis culpas y pecados, por 
los meritos de nuestro señor Jesuchristo y de su madre Santisima a quien elijo 
por Abogada, para el lanse en que me he de hallar, y para que con el Angel de 
mi Guarda Santo de mi nombre y demas de mi devosion me asistan en el 
tremendo tribunal de Dios. Hago, ordeno y establesco mi testamento y ultima 
voluntad en la forma siguiente”138. 
En el testamento señaló que Mercedes Garrido fue casada y velada con Juan 
Ignacio Martínez, y cuando estos se unieron él entró al matrimonio con una vaca 
y tres yeguas y por parte de ella ningún tipo de bien. Además, señalaba que 
durante el matrimonio adquirieron algunos vienesillos. Cuando su esposo falleció 
quedaron tres vacas, veinticinco ovejas, dieciocho cabras, pero otras catorce 
cabezas entre potrancas y potrillos habían sido robados. En relación con los 
bienes inmuebles, en el testamento se señalaba que después de muerto su marido 
adquirió un derecho de tierras que en un principio no sabía que le pertenecían y 
que correspondían a diez cuadras (el terreno disputado). Además, señalaba el 
testamento que de este sitio sólo se hallaba en posesión de una finquita ya que lo 
demás las poseía su hija Antonia Martínez. También señaló que su esposo la dejó 
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con otro derecho de tierras que fue necesario esclarecerlo y este correspondió a 
nueve cuadras y media y varas. De estos se dieron dos cuadras a una mujer, Justa 
Olea, por los costos que tuvo en esclarecer el derecho como apoderada y 
quedaron liquidas siete cuadras y media y varas las que también tomó posesión 
Antonia Martínez sin que se le haya dado a ella parte alguna.  
También, Mercedes Garrido, señaló la existencia de otro hijo, este se llamaba 
Serafín Donoso quien la había ayudado en el esclarecimiento del dominio del 
terreno de diez cuadras. Asimismo, declaró que este hijo era natural y lo tuvo 
antes del matrimonio. Él la mantuvo hasta el momento de la escritura del 
testamento y lo nombró heredero de sus quintos, una vez que se haya deducido 
los costos de su funeral y entierro. Además, se ordenó en el octavo ítem del 
testamento dejaba por eredera ami hija Antonia Martinez para que se partan con 
Serafin según lo que le corresponda a cada uno por derecho según lo que uvo 
declarado en razón del quinto. Por último, deja como albacea y ejecutor de su 
testamento a su hijo Serafín a quien daría una vez fallecida todo su poder para 
que puede dentrar y entre en todos mis vienes como mas juzgase convenir
139
.   
Cabe destacar que dentro de las pruebas que se presentan se encuentra la 
declaración que describe cómo se adquirió el sitio en disputa. Se señalaba en esta 
foja del expediente que los abuelos de Juan Ignacio Martínez de nombre 
Marciana Garay y Victorino Billar, adquirieron unas tierras que pertenecieron a 
un finado de nombre Francisco de Olea y que el objetivo de esta adquisición era 
poder entregárselas a sus tres hijos de nombre Santos, Juan y Francisca. 
Lamentablemente para Marciana Garay, debido a la falta del reconocimiento por 
la compra de estos derechos fue finalmente adquiridos solo por uno de estos, 
Santos Billar, y en el año 1830 un juez partidor decidió llamar a los dos 
hermanos restantes para entregarles sus respectivas partes. En el caso de 
Francisca Garay, ella ya se encontraba fallecida y éste derecho recayó en Juan 
Ignacio Martínez, su hijo legítimo, pero por muerte de éste finalmente quedó en 
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manos de su mujer Mercedes Garrido, la demandada en este caso, quien adquirió 
en ese momento las diez cuadras disputadas.  
Finalmente, es preciso señalar que la disputa se generó cuando Mercedes 
Garrido reclamó que a ella le correspondían adicionalmente las partes de sus 
hijos fallecidos, llamados José Ramón Martínez y Juan José Martínez, quienes 
murieron sin dejar herederos
140
 dejando a Antonia Martínez y Jacinto González 
con una porción menor de terreno debido a la consideración de sus hijos 
fallecidos en la repartición.  
El territorial Narciso Fariña señaló que en una declaración hecha por Antonia 
Martínez quien dijo que era verdad que fallecieron los dos hermanos señalados 
por su madre, Mercedes Garrido, pero que solo uno de estos era heredero en 
ygual clase que ella y que el otro era natural y que lo havia tenido hantes de 
casarse con su padre. Así, la condición de natural correspondía solo a José 
Ramón y no a Juan José, ya que este último había nacido dos años antes que 
contrajeran matrimonio sus padres. En este sentido, apelando a valores morales, 
como la honestidad, Antonia Martínez argumentaba que aesto rreconociendo yo 
malicia, en la Garrido (su madre) le propuse varias reflexiones hante el Tribunal 
de Dios, si quitaba injustamente aquella parte a su hija pobre y [...], y que 
mirase lo que hasia diciéndome la verdad del caso. De esta manera, el territorial 
decidió dividir el terreno en una mitad a cada uno donde actuó como 
representante de Mercedes Garrido su hijo natural Serafín Donoso
141
.  
Posteriormente el juez territorial relató que Jacinto González y Antonia 
Martínez le pidieron a Mercedes Garrido que no enajenara el derecho que poseía 
por herencia de su hijo muerto sobre las tierras en disputa y por otra parte Serafín 
Donoso reclamaba que le debían los pagos por haber esclarecido el derecho de la 
tierra que correspondían a su madre, Mercedes Garrido
142
.  
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En este momento, hacia final del juicio, se produce una opinión del Juez 
Ramón Herrera a Narciso Fariña y señaló que la decisión más plausible es que el 
juez siempre deba emplear su seguridad y prudencia al momento de tomar una 
decisión, y finalmente declara que lo heredado por la madre de Antonia Martínez 
del hijo o hijos muertos debe poseerlo mientras viva, pero no enajenarlo porque 
habiendo sido bienes de su esposo corresponden a su hija Antonia el dominio y 
propiedad de este
143
. Es decir, es un bien que puede disfrutar pero no traspasarlo 
a un tercero.  
Así, el juez Pablo Herrera citará a Serafín Donoso con Jacinto González para 
dar a conocer su decisión final. El expediente señala que después de un largo 
debate la autoridad tomó la siguiente decisión: 
1º Se respeta el señalamiento que tienen hecho del terreno por parte de 
Jacinto González mientras Mercedes Garrido esté viva. Una vez fallecida se 
devuelve el terreno en el estado que se encuentre a poder de Antonia 
Martínez, esposa de González. 
2º Jacinto González con su esposa citada deben dar a Serafín Donoso en 
compensación de las diligencias que hubiese hecho en el pleito de cuadra y 
cuarto de tierra. 
3º La entrega de dicha cuadra y cuarto de tierra debe ser hecha por el Alcalde 
Territorial de Coinco. 
4º El testamento con fecha quince del mes de octubre del año de mil 
ochocientos veintinueve otorgó Mercedes Garrido ante el Escribano Juan 
Arellano solo tendrá efecto a favor de Serafín Donoso en cuanto a los bienes 
que pueda adquirir en lo sucesivo.   
5º Que con las clausulas dichas queda concluido, fenecido y acabado este 
pleito, sin que de manera alguna puedan removerlo en ningún tipo, y que por 
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esta transacción las justicias deben obligarles a estar y pasar como por 
sentencia pasada en Autoridad de cosa juzgada
144
. 
De esta manera, se llega a término este juicio el que reveló la existencia de 
argumentaciones de peso por cada una de las partes, también de la actuación 
de diversos sujetos en la administración de justicia y el esclarecimiento de 
una justa partición por parte de peritos. Además de mostrarse una claridad 
ante las nociones alternativas de propiedad, que corresponde a la mitad 
administrada por Mercedes Garrido y que perteneció a sus hijos fallecidos.  
En estas páginas hemos abordado cuáles eran los argumentos y acciones 
judiciales respecto al mejor derecho a tierras. Así se pudo apreciar que los 
bienes correspondientes a una persona que se encuentra en el acto de 
transferencia o posesión de un bien agrícola integraban dentro de tales 
elementos no solamente la tierra y los edificios construidos, sino también las 
plantaciones agrícolas del lugar, a los animales y las herramientas existente, 
las que permitían darle una actividad productiva o de subsistencia al bien en 
cuestión. 
También, cabe destacar que jugó un rol importante en la compra o 
transferencia de un bien raíz, la cercanía por parentesco que podía tener una 
persona con el vendedor en cuestión. En el caso de una compraventa objetada, 
si el “demandante-pariente” poseía la cantidad de dinero requerida para 
aquella compra, podía solicitar previa demanda la intervención de un juez 
local con el objetivo de anular o redireccionar este negocio sobre quién debía 
ser el legítimo comprador, tomando la autoridad competente los elementos 
necesarios para sostener las pruebas para su veredicto. De esta manera, se 
consideraban primordialmente las declaraciones de los actores involucrados o 
testigos en el proceso, sus acciones personales durante el juicio o previo a 
este, los desplazamientos en el territorio que pudieron afectar el desarrollo del 
pleito, las relaciones entre las partes que litigaban durante el juicio o la 
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historia personal de los protagonistas de los procesos, donde se podía 
constatar alguna intencionalidad dolosa que buscara afectar a la otra parte en 
la disputa judicial. 
Por otra parte, es importante señalar que los testamentos fueron una pieza 
clave dentro de los medios de pruebas que se pudieron haber presentado en un 
litigio judicial por las partes, ya que legitimaba históricamente la posesión de 
un bien raíz. La presentación de este tipo de documentos podía ayudar a la 
autoridad judicial local a esclarecer la legitimidad que dice relación sobre los 
verdaderos herederos y las genuinas personas que podían gozar del uso de un 
bien raíz heredado por el reconocimiento expreso de un fallecido. De hecho, 
como quedó demostrado en el caso de la familia Celis Gutiérrez, el 
testamento fue el medio de prueba más importante que protegió a esta familia 
de un despojo violento que había sido autorizado previamente por otra 
autoridad judicial. 
Para cerrar este subcapítulo, cabe mencionar que los bienes raíces de una 
persona fallecida, por muy pequeños o rústicos que pudieron haber sido, 
entraban en un proceso de división debido a la cantidad de herederos 
reclamantes y muchas veces estos necesitaban de la intervención de una juez 
para poder legalizar, legitimar y normalizar la posesión de sus legítimos 
derechos, ya sea por la falta de seguridad jurídica respecto a otros parientes o 
por la falta de claridad sobre la legalidad de una posesión que no era 
originalmente de ellos, sino que era recibida por una sucesión directa pero 









2.2 JUICIOS SOBRE PARTICIONES Y OCUPACIONES ILEGALES 
 
En este subcapítulo se dará a conocer casos donde familiares de un fallecido 
recurren a la justicia con el objetivo de repartir y esclarecer los bienes 
pertenecientes a un finado o en situaciones donde el propietario de un dominio no 
es ejercido de manera absoluta por la ocupación de terceros que no poseen un 
mejor derecho. Así podremos apreciar como interactúan los sujetos que acudían a 
la justicia y cuál era la labor que cumplía el juez en este tipo de situaciones.  
El primer caso ocurrió ante el fallecimiento de Marcelo Tapia en el sector de 
Pupuya, Doctrina del Rosario en 1820. Al inicio de este caso se señaló que el 
finado mencionado había dejado una memoria y este había declarado que fue 
casado con Clara González de cuyo matrimonio tuvo a Andrés y Bartola Tapia. 
También declaró que en segundas nupcias se casó con Petronila Duarte y de este 
matrimonio tuvo como hijos a Justa, María de los Santos, Ana María, Dominga, 
Ignacia y Juana Tapia. El problema de esta partición radica en que en sus apuntes 
de memoria no declaró si sus bienes pertenecieron al primer o segundo 
matrimonio. Ante esta situación se presentaron los dos primeros hijos, 
señalándole al Juez de la Doctrina que los bienes fueron adquiridos durante el 
primer matrimonio, ya que su madre entró con esos bienes a la unión y se 
acreditó dicha información mediante documentación entregada al Diputado. Ante 
esta situación, los demandantes exigieron que compareciera la viuda de su padre, 
Petronila Duarte, ya que era la albacea del finado
145
.   
También señalaron Andrés y Bartola Tapia cuáles son los bienes que declaró 
poseer Petronila Duarte por suyos y además de señalar su valor según una 
tasación realizada. Estos bienes correspondieron a dos yeguas y caballos 
ordinarios tasados en tres pesos, una vaca mansa tasada en cinco pesos, un 
ternero del año tasado en doce reales, un potrillo de dos años tasado en dos pesos 
cuatro reales, un par de hebillas de plata medianas tasado en doce reales, una 
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carga de petacas sin chapa en tres pesos, un tacho de cobre roto en dos reales, dos 
peines de tejer bayeta tasado en un peso, un quilgue y una caja tasada en tres 
reales, una potranca tasada en un peso, además de unas tierras ubicadas  en 




Cabe señalar, que de este total se tuvo que rebajar los costos del entierro y 
misas del finado Tapia, quedando líquidos diecisiete pesos cinco reales, los que 
corresponderían a la finada madre de Andrés y Bartola Tapia, Clara González. 
De esta manera, el juez José Agustín Lazo ordenó a que se les pagará tal monto a 
los herederos legítimos ante testigos
147
.  
Posteriormente, Bartola Tapia entregó un poder para que ella fuera 
representada por su hermano Andrés Tapia, con el objetivo de que a su nombre y 
representándolo en su propia persona pueda cobrar el derecho de tierras en 
Angostura de Malloa que había dejado en su apunte testamentario su padre, 
Marcelo Tapia. Este derecho abarcaba la potestad para que su hermano pudiese 
venderlos, arrendarlos o como mejor le conviniera. De esta manera, el 
documento señalaba que de primera de este momento obligo a su persona y 
bienes en toda forma y dio poder cumplido a las justicias y jueses del estado 
chileno de qualesquiera parte y lugar que sean para que  a su cumplimiento la 
executen, compelen y apremien por rigor devido como por setencia pasada en 
autoridad de cosa jusgada con renunciacion de Leyes a su favor general que lo 
prohive y asi lo otorgo y no firmo por que dijo no saber y para ello le rogo a uno 
de los testigos que se hallaron presentes
148
. 
Posteriormente vendría una declaración de Petronila Duarte, quien señaló que 
para pagar el funeral y aprovechando el poder otorgado en la memoria por parte 
de su finado marido tuvo que vender dos cuadras de tierras de Angostura de 
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Malloa a través de una venta real a Francisco Neira. Señalaba que “en sus 
disposiciones ordena el que de los bienes que deja saque 2 cuadras mejores y 
demas pronta venta para que con esto se pague el costo de su funeral y demas 
sufragios”. También, se señalaba en dicha declaración cuales eran los límites de 
estas tierras. Estas limitaban al norte con los derechos de Micaela Bustamante, 
por el sur de Diego Antonio de Elizondo, por el oriente con el camino real y por 
el poniente con los derechos de los Tapias. Estas fueron vendidas con sus usos y 
costumbres, derechos y servidumbres, en precio y cantidad de ocho pesos. De 
esta manera el contrato cierra señalándose que se le da la posesion al referido 
comprador como mejor tubiese por combeniente judicial o estrajudicialmente 
con la calidad que si en algun tiempo se le pusiere pleito de otro impedimento, 
luego que saber se le haga saber a la voz y defensa a su consta y mencion asta 
dejarlo en pacifica posecion, y si conseguirlo no pudiera la saneara sus costos y 




Posteriormente, vendrá una demanda por parte de Andrés Tapia en 
representación de él y de su hermana reclamando que parte de lo vendido por 
Clara González a Francisco Neira les pertenecía a ellos por herencia.  En esta 
parte del juicio, llama la atención la intervención de juez y cumpliendo su rol de 
conciliador, quien deja registro y señala que “les oí sus expociciones y luego les 
invite a transarse amigablemente como lo verificaron de su espontaneidad […] 
Neira de las dos quadras de tierra que posee compradas a la viuda de Marcelo 
Tapia, Petronila Duarte, deve entregar una a los herederos de Tapia y estos 
darle quatro pesos de los que dio por ella en la compra que iso con lo que 
quedan fenecidos y concluidos de todo pleito sobre este negocio
150
.  
De esta manera, se confirma al igual que los juicios vistos en el subcapítulo 
anterior el rol de mediadores que cumplen los jueces locales ante los problemas 
generados a partir de las diferencias por la falta de claridad ante los bienes 
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muebles e inmuebles que dejó una persona. También queda claro que el cese de 
derechos por parte de una persona a otra permitía el libre uso y disposición del 
bien como ocurrió en el caso de Bartola con su hermano Andrés. 
Otro de los problemas jurídicos entorno a la propiedad de la tierra tiene que 
ver con conflictos entre arrendatarios. Un ejemplo de este tipo de casos sucedió 
en Río Claro (Malloa) en un pleito que enfrentó a Micaela Benavides con Ignacio 
Reyes en el año 1820. La demandante le señalaba en un escrito al Teniente 
Gobernador que el potrero y las casas fueron dados por el Director Supremo en 
una fecha no declarada y que Ignacio Reyes ya no debía continuar con el 
arrendamiento de dicho terreno ya que había cesado su goce sobre él y tenía la 
intención de dejar el sitio en goce de una nueva persona de nombre Próspero 
Riveros. 
En relación con el terreno, se declaró en un veredicto previo por parte de un 
comisionado que debía realizarse la devolución de la propiedad a su dueña, 
Micaela Benavides. A pesar de esta resolución, Ignacio Reyes no cumplió y la 
demandante declaró que Reyes y su esposa con impabides, [a ocupado] las 
viviendas, que para consiguiente termina su deterioro, y le proporciona llave 
para la destrucción de lo productuble de aquella prenda que propiamente 
necesito. Además, culpaba que él con máxima ha husado de maderas de la mejor 
estimación del lugar sin emplearlas en la mejoría del fundo y señalando que él se 
aprovecha de ser una infeliz estúpida sin mas adbitrios para estos casos que el 
de llorar y finalmente su rebeldía no fue otra que promover un juicio que me 
consuma
151
. Además, Micaela Benavides señalaba que por las acciones 
previamente realizadas ya no hay Locati Econducti, una de las llamadas de buena 
fe ni por estos tiene atención la Ley 20, Título 8°, de la Partida 5° que fue la que 
trató Reyes de lucir en sus escritos ante la demanda.  
Asimismo, señalando y utilizando argumentos que apelaban a un trato justo 
Micaela Benavides se preguntaba ¿Por qué se le ha permitido proceder tan sin 
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orden, quando todo hombre es igual delante de la Ley? ¿Que no hay una cautela 
que se le corrija? ¿O acaso está olvidado de la imprecindible justa regla, de no 
deber nadie subsistir con lo que a otro perjudica?
152
. 
Conjuntamente, la afectada criticaba las acciones judiciales de Reyes, 
señalando que si las leyes no son acomodables al intento ni por ella puede 
ajustarse su resolución, es indudable su inconducencia. La citada, por Reyes que 
tengo estampado, vaciló al momento de ser cierto los prejuicios que origina el 
conductor y el mal uso que hiso y hace de la cosa labrada mayormente si el 
conductor se hace temible por su genio. Si cualquiera de estos motivos son 
bastantes por la Ley de Partida para quitar la especie labrada, cuanto mas 
juntos todos y cumplido el termino de pacto. En esta  consecuencia y no 
pudiendo se obre la detención, ocupación y goce de la casa, potrero, pastos y 
uso de cercas y maderas. De esta manera, solicita Micaela Benavides que pague 
todo perjuicio que deberá reconocer en la persona que la justicia represente y 
además de solicitar el pago de las costas por dicho juicio.
153
 
Posteriormente ante el diputado de Río Claro y testigos, Micaela Benavides 
decidió entregar un poder a Ramón Aliaga, vecino de San Fernando, para que la 
representase en los pleitos con facultades pertinentes a los pleitos judiciales
154
. 
Así, la parte de Micaela Benavides ante el comisionado Próspero Riveros 
sostenía en defensa de su representada que el potrero se había convertido en un 
fundo que ya no es otra cosa que un deposito del estado de caballares y el 
deterioro que estaba sufriendo su potrero que continuaba todavía en manos de 
Ramón Aliaga. Señalaba el representante que en el sitio se echaban toda clase de 
caballería del Estado debido al deterioro de las cercas. Además, declaró que 
aquel supuesto resguardo que debía hallarse no existía porque quien debía cuidar 
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el lugar y vivir en las casas permitía que personalmente los animales estuviesen 
allí.
155
 De esta manera, Ramón Aliaga exigía que en el acto de la notificación 
salga de ellas [Ignacio Reyes], satisfaga todo el gose corrido con condenación 
de cosas por injusto litigante y asi es de hacerse. De esta manera solicita que 
pague todo perjuicio que deberá reconocer por la persona que la justicia 
además de solicitar el pago de las costas
156
. 
También, cabe destacar que dentro de las argumentaciones de Ignacio Reyes 
era que Micaela Benavides le debía a él ciento veinticinco pesos e intentaba 
hipotecar dicha deuda para quedarse con los terrenos como parte de pago. En su 
defensa y en respuesta, Ramón Aliaga, señaló que el demandado franqueó a la 
contrincante suplantando unas essepciones que dandolas cierta debia predecirse 
ante el Exmo. Supmo. Gobno. quien agració a mi parte con el fundo que trata de 
eypotecarse. Ya le vee ud. la ydea de su discurso, y ya se conoce la estupides tan 
fatua del ejecutante. Que infelicidad es la de una mujer litigante sin protecion: 
no puede negarcela una combinacion tan meditada por Reyes que de nuebo se ha 




Prontamente vendrá una declaración del acusado. En ella señaló que no iba a 
abandonar el terreno ya que le debía a un tercero de nombre Bonaventura 
Gajardo y él se había comprometido a saldar dicha deuda con los trabajos que 
realizase en el sitio disputado. Además, dentro de las justificaciones de Reyes se 
encontraba el no reconocimiento del dominio sobre el terreno de Micaela 
Benavides, ya que según él, ella no era su legítima dueña porque el Supremo 
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Gobierno nunca cubrió con bienes la compra de terrenos y casas
158
. 
Lamentablemente, el juicio termina sin resolución respecto a la tenencia del sitio 
en arrendamiento o sobre quién  finalmente era el verdadero propietario ya que 
los expedientes terminan a mitad del proceso. Pero si podemos apreciar la 
existencia de apoderados que actuaban como abogados en nombre de una parte 
además de la gran variedad de argumentaciones existentes para desacreditar a la 
otra parte.  
Por otra parte, existen casos por el fallecimiento de alguna persona que no 
dejó testamento y sus familiares acuden a la justicia para realizar la partición de 
sus bienes. Así sucedió en el año 1830 en la localidad de San Vicente de Tagua 
Tagua por el fallecimiento de Francisco Gallegos. El Alcalde de Segunda 
Elección, Próspero Riveros, ordenó al Inspector Territorial de Tagua Tagua para 
que realizase las acciones que buscaran salvaguardar y proteger los bienes, 
actuando como comisionado del fallecido: 
Por la subita, y repentina muerte que ha padesido el dia de hoy el señor don 
Francisco Gallego ni haver tenido tiempo detestar y porque sus intereses no 
se extravien; es preciso que se haga inventario de ellos y se deposite en el 
pariente mas inmediato para que este exenta y razon de ellos cuando se le 
pide juntamente proseda a entierro, deligencia funebre de dicho finado lo que 
costiara con dinero de la misma testamentaria[.] asegurandose con 
documentos de estos gastos para los descargos a su tiempo. Por lo que el 
Inspector Territorial de dicho lugar don Lorenzo Jose Salas con la autoridad 
que para ello le confiero en consorcio del pariente mas mediato y mas, 
propio para dicho asumpto pasaran a casa del finado y entre ambos haran un 
prolijo inventario de los bienes rayses, moventes e inmobentes con la mayor 
proligidad que sea posible asi de dependencia tanto activas, como pacibas, lo 
que se pueda indagar de sirvientes de la casa y demas parientes, y concluido 
que sea dejara en deposito de ellos. Luego se me traerá a este, mi juzgado 
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para provarlo o reprovar lo que no halle de justicia, y a fin todo baya segun 
la ley y evitar prejuicios a los herederos de lo que espero que se eficiente 
segun lo mando en esta orden. 
159
.  
 De esta manera, ante la orden decretada por el alcalde José Riveros, se 
procedió a la realización del inventario de los bienes de Francisco Gallego. Para 
ello, y ante la presencia de familiares, como José Casimiro, Vicente, Manuel y 
José Agustín Torrealba, Marco Antonio y José Agustín Balenzuela y Concepción 
Campos entre otras personas se dio a conocer la orden del Alcalde. Una de las 
primeras acciones fue determinar cuál de los parientes eran los más cercanos y 
estos eran don José Casimiro Torrealba y doña Concepción Campos, quienes 
eran hijos políticos de Francisco Gallegos. En el caso de don José Casimiro se 
consideraba hijo político por haber estado casado y haber sido viudo de una de 
sus hijas de nombre María Francisca Gallegos. Así, con la firma y aprobación de 
ambos se procedió a la realización de los inventarios de su padre político 
(suegro). Para dicho inventario José Casimiro nombró a su hermano José Bicente 
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Posteriormente acudieron al Juez de Letras, Marco Antonio y José Agustín 
Balenzuela, quienes estaban casados con las dos hijas legítimas de José Casimiro 
Torrealba, de nombre Dolores y María del Rosario Torrealba respectivamente. 
 Estos esposos declararon que: 
“Conforme a derecho decimos: que como dose dias a esta fecha, nuestro 
Abuelo político murió intestado en el lugar de Taguatagua donde tenia una 
Estancilla, su casa y todos sus vienes. Y el Alcalde ordinario de esta cabecera 
don Jose Riberos noticiado de ello dio comicion al Territorial de aquel 
paraje para que procediera inmediatamente a la faccion de inbentarios 
conforme a la Lei, poniendo los vienes en seguro para que no padecieren una 
estraccion perjudicial a los herederos mayores que somos nosotros y 
principamente a dose mas menores que estan al cargo de sus padres que son 
sus tutores y curadores. Mas el predicho Territorial infringiendo la practica 
tan común en esta clase de operaciones no nos ha sitado para que 
presenciemos la faccion del imbentario, y lo está evacuando con solo la 
interbencion de los tutores de los herederos menores que para este caso no 
tienen vos alguna legal. Asi mismo traspasando las facultades que le son 
conferidas, y abrogándose unas que son privativas a los herederos ha 
procedido a la inpeccion de los vienes inbentariados, y rogandonos con esto 
un grave y crecido perjuicio que no podemos silenciar sin representarlo a US 
para que dicte el remedio mas conveniente a un mal que nos causaran 
procedimiento tan fuera del orden. 
Los mejores practicas convienen en que para la faccion de inbentarios hes 
de esencia la sitacion de todos los herederos abiendo, que hes la razón que 
dictan los tutores […] nosotros somos herederos legitimos de don Francisco 
Gallegos habiendo muerto María su hija y madre de nuestras esposas a 
quienes nos sentamos se ha omitido la sitacion a nosotros, y esto mismo ase 
sospechar justamente de ese inbentario pues no podemos saber si se les ha 
tomado juramento a los que quidan las casas, en que poder se han 
83 
 
depositado los bienes […] si se han practicado todas las diligencias 
prevenidas por dicho para evitar la estraccion […]”162.    
 Debido a esta declaración, se determinó detener la facción del inventario 
de los bienes de Francisco Gallegos y reunirse nuevamente el Territorial, 
Lorenzo Salas, con todos los actores involucrados: 
[…] ante los quales y en presencia de todos les hise saver por dos veces el 
sitado orden, y sin contradiccion ni oposición alguna resultó que don Jose 
Casimiro Torrealva, y doña Consepcion del Campo heran los que devian 
representar, y con quienes me devia entender por varon de ser hijos políticos 
del finado don Francisco y ser tutores, y curadores de sus menores hijos 
nietos y herederos del espresado don Francisco; en esta virtud y por si 
susedere alguna dificultad por haver nombrado don Jose Casimiro y doña 
Consepcion representantes para que por ellos personasen el inventario y 
demás diligencias concernientes como costa de la foja 1 puse en mano de 
dicho Alcalde de Segunda Eleccion la consulta que hare ver en caso 
necesario y dictamen que asu tenor se alla al pie de dicha carta admiti alos 
Apoderados que lo fueron don Bicente Torrealba y Maturana y don Manuel 
Torrealva[…]163. 
En respuesta a lo mencionado, el alcalde en segunda elección, le ordenó al 
alcalde territorial, Lorenzo Salas, por parte del juez Maturana que debía 
continuar con las diligencias de la partición de los bienes.  
Vistos y oydas las partes de su consentimiento se declara que el juez deve 
continuar los inventarios sitando previamente a don Marcos y don José 
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 Así quedaba solucionado el impase inicial y se procedía a la realización de 
los inventarios de Francisco Gallego, liderados por el Comisionado. Además, se 
iniciaban las acciones para poder precisar cuáles eran los bienes correspondientes 
al fallecido y se citó a declarar a algunos sirvientes del finado. Uno de ellos fue el 
vaquero Fernando Marambio quien guardaba de sus intereses de campo. Este 
declaró cuáles eran los animales y propiedades del finado y también expuso una 
sirvienta de la casa de nombre Magdalena Cepulbeda quien expresó no saber 
cosa alguna acerca de los bienes dineros y otras especies del finado[…]165.  
Con la realización del inventario de bienes se puede apreciar la importante 
riqueza en propiedades, tierras, plantaciones, animales y dinero del finado. La 
suma total alcanzaba los 14.441 pesos con 1 ½ real
166
. Para dicha partición 
estuvieron presentes en la Hacienda de Tagua Tagua los herederos del Francisco 
Gallego. Estos fueron Marco Antonio y José Agustín Balenzuela en 
representación de sus esposas, Manuel Torrealba como apoderado de Concepción 
Campos, mujer legítima del fallecido Bartolo Gallegos hijo del fallecido y José 
Manuel Palacios como albacea de María Francisca Gallegos, también fallecida y 
en representación de José Casimiro Torrealba viudo de María Francisca Gallegos 
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Cuando se hace la partición de bienes, se hace señalándose en nombre de los 
dos hijos que había tenido vivo el señor Francisco Gallegos. Estos eran 
Bartolomé Gallegos y María Francisca Gallegos. Para realizar tal acción, se 
enmendó al defensor Antonio Vivar  la ejecución de la partición de todos los 
bienes. Cuando se hizo finalmente la partición, siempre se buscó que fuera 
equitativa y en el caso de las tierras, se señalaba que estas debían ser partidas de 
sur a norte para que todas las partes toquen usos y costumbres del estero que 




Finalmente, todo quedaría repartido y finalizaba la intervención del territorial 
de forma exitosa. No hay ninguna información anexa que tenga relación con el 
resto de los interesados durante la partición, por ende, podemos deducir que 
fueron invalidados durante el proceso.   
Otros casos diametralmente diferentes tienen que ver con conflictos entorno a 
la propiedad del agua como ocurrió con la acequia de Tagua Tagua en 1821 
debido a la venta ilegal de algunos derechos de este vital líquido.  
Todo comenzó con la comparecencia del apoderado Judas Peña en 
representación de Juan José Peña quien declaró que por hallarse falto de salud y 
no poder pasar a la cabecera del distrito, puso todo su poder a disposición del 
señor Calisto González para representarlo en su propia persona ante el señor Juez 
de la Provincia a fin de estorvar la venta de un derecho de agua que pretende 
dar Pastor Gonzalez a otro individuo, el cual por su causa se siguen varios 
daños como son la falta que dicha agua hasia sus perfectos dueños por 
secarseles sus fincas y planteles
169
.    
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Debido a esta situación, el alguacil mayor, Thomas de Arriagada designó a 
Francisco Zamorano con el título de Juez de Aguas para poner en posesión de sus 
dueños legítimos los derechos usurpados. También, el alguacil esclareció que un 
supuesto comprador de nombre Francisco Prado había adquirido un derecho de 
una persona de apellido Peña y no pudiendo justificar tal derecho se le declaró 
invalidada a supuesta compra que se había realizado
170
.  
Así, continuó el juicio en torno a la disputa entre Pastor y Calisto González 
por el derecho de aguas que sería juzgado por una nueva autoridad, el diputado 
José Toro. Este fue designado por el Teniente Gobernador motivado por la 
cercanía del lugar de residencia de los litigantes. Al parecer, todo indicaba que 
Pastor González desobedeció las órdenes del Diputado/Juez y ante estas 
circunstancias el Alguacil Arriagada se le encomendó dar la corrección 
necesaria a Pastor González respecto a las órdenes del diputado
171
. 
En las fojas siguientes, y de forma algo desordenada se vuelve a las 
reclamaciones realizadas por parte de Francisco Prado en relación a la 
compraventa de un derecho donde se señalaba que podía gozar de las aguas de 
Peña y que corren por el terreno de un tal Francisco Donoso, para regar los 
planteles que poseía hasta la fecha del presente documento. En relación a este 
beneficio se recalca que se ejecutó solo por consentimiento y gracia que le hacía 
Peña al citado Donoso y no por el derecho que tenga sobre estas aguas. Por otra 
parte, se finaliza esta foja señalándose que Pastor González tiene derecho en el 
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Los problemas en torno al uso del agua continuarían y se complejizarían aún 
más ya que se van involucrando más actores que hacen uso de las aguas en 
disputa.  
En una carta redactada por Calisto González se señalaba que acudía a la 
capital de Santiago de Chile y ante la Cámara de Justicia en búsqueda de 
imparcialidad debido a las injusticias de la cual era víctima. Señaló que los 
dueños originales de la acequia fueron alguna vez Miguel González, Francisco 
Banegas y Bernardo Peña, pero que algunas partes de Miguel y Bernardo fueron 
vendidas a Mauricio Zamorano en 1790 y Francisco Banegas vendió los 
derrames en 1821 a unos individuos sin determinar. El problema era que él se 
encontraba en lo último del gobierno de las aguas, padeciendo la intolerancia a 
falta de agua, ya que los herederos de Miguel González y su esposa Juana 
Antonia Peña, habían vendido a un número indeterminado de regadores, lo que 
determinó a Judas Peña realizara esta presentación hacia el gobierno y además de 
solicitarle al Alguacil Mayor acordar estos negocio
173
s.  
También, se denunció que una persona de nombre Bernardino Maturana no 
dejaba pasar el agua para el perfecto dueño y que el alguacil Arriagada en 
persona puso un marco para sus regadíos, pero el señor Bernardino terminó 
arrancado el corrector, desbaratando el marco y echando toda el agua, causando 
enorme de daño a Judas Peña ya que lo dejó sin este recurso. Esta acción 
realizada por Bernardino Maturana se justificada según los afectados porque su 
hijo, Pedro Maturana era juez de agua y además era la persona que se había 
fincado y apoderado con la dicha agua
174
.  
Cabe destacar que una de las pruebas más importantes durante estas 
innumerables denuncias por parte de José Peña fue la carta que redactó su nuevo 
apoderado, Francisco Valencia, y esta señalaba que: 
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“Mi parte es participe en el agua de cierta azequia por que fecundisa su 
pequeña propiedad cituada en Taguatagua […] A ella hay varios propietarios 
interesados, unos con derechos legítimamento adquirido, y otros que la 
disfrutaban por gracia o tolerancia. De estos son unos D. Francisco Donoso y 
don Bernardino Maturana. Sin embargo que mi parte ni de otros han aspirado 
jamas a privarles de ese veneficio. Ellos pagándolo con ingratitud se han 
avanzado a quitarle totalmente el fluido, e inutilizando sus terrenos. Semejante 
conducta ha causado mil atropellamientos escandalosos llegando al extremo de 
que al tiempo de hacer la demarcación del que cada uno pueda necesitar para 
cortar de raíz las desavenencias y quejas que abrumaban diariamente al 
Juzgado, Maturana atacase con mano armada al juez encargado de esa 
operación según la carta que con otros documentos acompaño. Estos males son 
irremediables ante aquel gobernador. El influjo de estas dos personas cruzan 
quantas providencias y la miseria de los otros les hace callar por necesidad. 
Mas ya no es tolerable el mal, y es de necesidad contarlo ordenando US se libre 
el despacho correspondiente dirigido al Teniente Gobernador de aquel partido 
para que por medio del comisionado nombrado antes en este negocio don 
Francisco Zamorano; se proceda a la demarcación pendiente
175
.  
Las consecuencias del haber enviado una declaración a Santiago no se 
hicieron esperar. El alguacil Arriagada y Francisco Zamorano citaron a todos los 
interesados del agua de la acequia de Tagua Tagua para el día 28 de octubre de 
1822 y de esta manera esclarecer sus respectivos derechos en el juzgado.  
Finalmente se termina por confeccionar una larga lista de las personas que 
aprovechaban las aguas del estero, arrojando un total de 111 personas
176
. Esta 
lista fue hecha considerando que existían personas que hacían el uso del agua por 
compra, por gracia o por tolerancia. De esta manera, se resuelve el caso tomando 
una decisión bastante peculiar por parte del juez al momento de formalizar los 
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usos del agua. Señaló que, los que usan el agua por tolerancia por tener planteles 
de toda clase arraigados de tiempo inmemorial se respetarían y en el caso de los 
principales quedaría estipulando cada una de las cuotas que deberían utilizar para 
plantar sus viñas y chácaras
177
.  De esta manera se cierra este complejo juicio 
donde primó el consenso y el respeto al uso del agua de acuerdo a la tradición en 
la forma de explotación de este recurso en el área citada.  
Otro conflicto peculiar tiene como protagonista al demandante llamado 
Lorenzo Osorio en relación con una disputa por un terreno para levantar un 
molino en la localidad de El Rosario en 1826. Lorenzo Osorio señaló que levantó 
un molino, ya que según él se le presentó como una idea que procuró ponerla en 
ejercicio para moler trigo en los meses de verano, de hecho en su declaración 
expuso que cuando miraba logradas mis fatigas, desperjados mis debelos, y me 
consideraba el que mediante conflitos mi familia pudiese tener como alimentarse 
mediante la mesquina sisa que se contribuye y quando me ayaba en posecion, 
seme embarasa que pueda continuar trabajando por don Fermín Achurra dueño 
del terreno apresto de que sus pastos esperimentan perjuicios
178
.   
Según Lorenzo Osorio tales perjuicios son inexistentes porque el lugar es un 
pedregal que daba al estero del Rosario. Además, argumentó que había solicitado 
comprar o arrendar el terreno que ocupaba. Por esta razón señalaba Lorenzo 
Osorio que se ve  precisado a ocurrir a la autoridad judicial para que se le 
mande y no me inquiete en la posecion y que por consiguiente pueda moler 
libremente atendiendo al permiso antiguado que hay para poder levantar 
molinos en lugares proporcionados sin perjuicio de tercero, en nuestro caso no 
solo hay por consiguiente refluye en utilidad a la pobresa de aquel lugar
179
. 
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La respuesta del juez Feliciano Silva no tardaría en llegar. Este concedió la 
licencia o merced que esta parte solicita, pues una obra que resulta a favor de 
todo aquel vecindario y en el caso de perjudicarce en el cavaballero Achurra, 
reclama a este juzgado que será atendido y entre tanto no se le impida a esta el 
huso concedido
180
. El breve juicio se cierra notificando por parte del Territorial 
José Antonio López de Lisboa al apoderado de Fermín Achurra
181
.  
A pesar de haber solucionado este primer problema, Lorenzo Osorio 
enfrentará otro juicio. Él señalaba haber tenido caballares en un potrero del 
dominio de Miguel Guzmán, con quien había llegado a un acuerdo con su 
baquero, con quien avine en el precio de su talaje, pero el dueño del terreno 
había tomado sus animales y se hizo con ellos. La reacción de Rojas ante esta 
retención fue el haberse apropiado de un caballo de Miguel Guzmán en 
compensación los caballos sustraídos. Guzmán le señaló que por el caballo 
tomado se le debía a él la suma de 50 pesos. Señalaba que toda esta denuncia fue 
abalada por el territorial de la zona, José Antonio de Lisboa, ya que por ser 
compadre de Guzmán tuvo que excusarse de proceder con el caso, pero nombró a 
los tasadores para que apreciasen el caballo, sin que yo bebiese la menor 
intención, no paró en esto ni fue bastante de que me haviesen despojado de tres 
animales cabalgares repartiéndose de estos Gusman, y los juezes
182
.  
También en su denuncia comunica Lorenzo Osorio que a pesar de la licencia 
que le había permitió construir, el Territorial López de Lisboa junto a un 
representante de Guzmán procedieron a embargar dicho molino y posteriormente 
lo destruyeron. A raíz de esta situación el afectado argumentaba que yo no 
escuentro principio legal para que huviesen cometido semejante atentado por 
que si yo no le era deudor a Gusman, y el crédito estaba justificado, con 
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embargalo equivalente a la cobranza estaba concluido, pero no una maquina de 
valor de mil quinientos pesos contra lo dispuesto por las leyes y el reglamento de 
justicia y mucho mas en procedimiento de desacer el Molino
183
.  Los expedientes 
de este caso llegan hasta la implantación de esta querella, sin saber cómo se 
finalizó aquella disputa legal.  
Otro juicio, fue efectuado por María Mercedes Araneda, viuda de Juan de 
Dios Neyra en el lugar de Angostura de Malloa en 1828. Señala que según 
noticias del propio vecindario, la hija del primer matrimonio talamo de mi 
finado Marido, vendio en diez y nueve del corriente mez de noviembre a don 
Feliciano Silva por escriptura publica que se estendio en la oficina del nuestro 
Gobierno de ella clandestinamente y sin sitacion de parte como lo soy yo, un 
retaso de cerro ubicado en la propia heredad de que estoy poseyendo con ocho 
hijos menores que el
184
. Dentro sus argumentaciones judiciales señalan que la 
Ley de Retracto solo concede nueve dias para decir de preferencia por el tanto 
que otro a dado pero dentro de ellos, que se me haga saber aun que sea por una 
carta misiva tanto de parte del comprador como del vendedor ante quien se 
otorgo la tal venta. De consiguiente contiene un bicio de nulidad bastante para 
que yo proseda traer la parte del cerro enajedado de una subsecion 
hereditaria
185
. Además, en su demanda agrega argumentos de carácter moral al 
señalar que tal venta la ha perjudicado a ella y a sus hijos menores a cuyo cargo 
esta estoy solo con el depravado designio de que me a dejado el finado mi 
Marido sin el auxilio del cerro con una carga de familia jamas nos podremos 
sostener honradamente sin exponernos a un publica mendisidad
186
. 
El apoderado del comprador, Ramón Herrera, señalaba que Mercedes 
Araneda tenía que demostrar ser la legítima persona para retractar el derecho 
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. En respuesta, Mercedes Araneda señaló que en vano se intenta de 
contrario buscar pretestos o cavilar tramite con que pensar he de aburrirme y 
variar de pensamiento. […] es inegable que soy viuda del finado don Juan de 
Dios Rivas de Neira, padre de la vendedora, que este fue casado en dos veces, 
que doña Antonia fue hija del primer matrimonio y que en el segunto tubo ocho, 
que los terrenos vendidos son parte de los que heredó de mi difunto a mi 
correspondieron, otros del mismo paño por gananciales, y por lo que entré a mi 
matrimonio, y que mas bien comprueba el testamento del finado […] y Don 
Feliciano Silva no es preferido por la ley por carecer de dos privilegios, se se 
esto se quiere prueba fácilmente se hara
188
.  
Ramón Herrera, a nombre de Feliciano Silva, posteriormente le pidió a la 
justicia que obrando en justicia y con arreglo a las Leyes se ha servir U declarar 
que la Araneda fue y es persona ilegitima para interponer la accion de retracto a 
los terrenos vendidos a mi parte por la citada Neira y que por lo tanto no debe 
ser oída condenandole a expresamente en las costas de este juicio
189
. El 
representante exponía que primero fue casado dos veces, primero con doña 
María Juana Leiton madre de la que vendio a mi parte el terreno y después con 
la contraria doña Mercedes Araneda, pero muy falso que esta tuvo terrenos de la 
Angostura por gananciales. El precitado Neira heredo todos aquellos terrenos 
de las SS. Neiras sus tias durante el matrimonio con la contraria no compró una 
sola cuadra, murió Neira y le señalaron a su hija doña Antonia el derecho que 
vendió a mi representado. Luego, [¿] cómo le correspondieron allí terrenos por 
gananciales? ¡ah!, señor, cuanto cuesta a mi parte ser moderado contra una 
perturbadora de sus propiedades. De manera alguna es legitima su persona para 
retraer la tierra vendida ¿si como consta del a clausula citada del testamento del 
finado Juan de Dios Rivas de Neira, cuando se caso con ella, intrudusco este 
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todos los terrenos con derecho de serlo que se encontraron bajo sus linderos con 
lo edificado y plantado, como tuvo su allí gananciales?
190
. 
Además, se agregaba que por parte del representante de Feliciano Silva en la 
escritura del cerro en disputa se encontraba el modo en que había sido adquirido, 
este había sido mediante una herencia de sus padres le habían dejado a Antonia y 
de acuerdo con su marido pretendieron vender todo este derecho que le tocó a sus 
padres, poniéndolo por efecto de la mejor forma y así venderlo en venta pública 
por fuero de heredad y enajenación perpetua a cambio de cincuenta o mas ovejas 
a medias de utilidad del o que criase por el tiempo de seis o más meses, donde se 
obligaba a don Feliciano a darle talaje en sus mismos terrenos en el punto que el 
determine. En el precio y cuantía de ciento y cinco pesos, pagando el comprador 
los derechos de escritura y alcabala
191
. El juicio también concluye sin un final 
claro, pero queda de manifiesto que las partes intentan mejorar su posición 
aportando con documentos legales y elaborando un discurso coherente que 
acredite su mejor derecho. 
Así, podemos concluir que existió una importante acción de la justicia local 
en relación a la intervención que esta desarrollaba en situaciones de fallecimiento 
de una persona que no había logrado testar y donde se pretendía buscar quiénes 
eran los legítimos herederos para poder asegurar el no extravío de los bienes a 
heredar por las partes. De esta manera, la pronta intervención de un juez, la 
presentación de la figura de los tasadores y la ayuda de los mismos parientes 
aseguraba una rápida solución y esclarecimiento de la partición de una herencia.  
Por otra parte, la autoridad judicial podía intervenir en litigios sobre la 
posesión de otro tipo de derechos, por ejemplo, el agua, donde la autoridad 
judicial tomaba en consideración los distintitos niveles de derechos que podían 
tener los involucrados y asegurar mediante una postura más armónica que 
jurídica el uso y goce de cada una de las partes. De esta manera, el juez no era 
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solamente un actor importante en materia de esclarecimiento judicial, sino 
también poseían una misión poco conocida de mantener la paz y la reconciliación 
dentro de los miembros de una comunidad.  
Así, existía una coherencia entre la estructura social y económica establecida 
en el área citada a principios del siglo XIX, porque debido a la obligación que 
tenían las partes en conflictos de asistir en primeras instancias ante jueces de 
conciliación, esto terminaba por validar institucionalmente, el poder de facto que 
ya poseían estos notables locales. De esta manera, se puede explicar que las 
políticas centralistas llevadas a cabo por el imperio español durante el siglo 
XVIII y continuando durante los primeros años de la república terminaron por 
confirmar esta autonomía local donde coexistían elementos jurídicos 
tradicionales, como también legales. Asimismo, la formación de esta red social 
local aseguró la mantención a largo plazo de este poder local, porque se veía a la 
autoridad como aquella instancia donde se generaba la posibilidad y oportunidad 
de solucionar y reclamar justicia entre iguales. Por eso no deja de ser llamativo, 
que uno de los ideales de los jueces era desempeñarse ante todo con seguridad y 














Para concluir, esta tesis tuvo como principal objetivo dar a conocer la historia 
local de dos departamentos de la zona central de Chile de comienzos del siglo 
XIX, que abarcaron los territorios de Colchagua y Caupolicán, focalizándose 
específicamente en torno a cómo se fueron desarrollando las negociaciones 
judiciales por el acceso, tenencia y transferencia de propiedades agropecuarias 
durante las primeras tres décadas del siglo XIX. Para poder realizar tal labor, se 
hizo un extenso y profundo repaso sobre la historia social, política y económica 
del área citada.   
De esta manera, se pretendió establecer los principales elementos que 
permitieron el origen y progreso de una población local nueva. A partir de su 
poblamiento desde finales del siglo XVI en adelante, se fueron desarrollando, 
efectivamente, un nuevo tipo de sociedad, gracias a la colonización de origen 
español-criollo y mestizo, en torno a las actividades tanto ganaderas como 
agrícolas vinculadas al comercio como la subsistencia. Así, se tomó en cuenta 
qué elementos e hitos fueron moldeando la conformación de esta zona 
económicamente productiva (gracias a demandas tanto locales como externas) 
que permitieron el desarrollo de una estructura económica original, donde una de 
sus principales consecuencias fue la creación de la gran propiedad en torno a la 
estancia-hacienda a partir del siglo XVII en adelante. 
El sustento y legalidad de estos grandes propietarios se justificó jurídicamente 
gracias a las mercedes de tierras entregadas por los gobernadores de Chile desde 
los desastres militares ocurridos a partir de Curalaba en adelante, lo que permitió 
una forma de posesión sobre la tierra que era complemente diferente, más 
poderosa y estable que otras formas de explotación económica desarrolladas 
durante la primera etapa de la conquista, como la encomienda, que entrelazados 
con otros elementos como un clima favorable, la multiplicación del ganado 
cimarrón, permitieron la creación de actividades económicas nuevas y lucrativas 
que fueron satisfaciendo tanto necesidades de tipo comercial como laboral.  
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Así se fue estructurando una red que fue satisfaciendo con productos 
agropecuarios tanto a los poblados urbanos, como centros mineros y enclaves 
militares, desarrollándose gracias a una demanda continúa y favorable mientras 
fue avanzando el período colonial y republicano, generándose como efecto de tal, 
el acrecentamiento comercial, el aumento del valor de la tierra que con el tiempo 
se fue haciendo cada vez más escasa y costosa. Debido a esta escasez, no es 
extraño que haya aumentado la conflictividad entorno a la posesión de 
propiedades agropecuarias, donde grupos dirigenciales locales y otros sectores 
sociales fueron creando e insertándose respectivamente dentro de mecanismos de 
negociación jurídica, desarrollados y mantenidos tanto por la burocracia imperial 
y republicana, donde elementos institucionales formales estatales se fueron 
adaptando a la realidad local.   
Así, elementos como poder burocrático y control social, asignado y ejecutado 
por el grupo local terrateniente alto, se oficializó y consolidó no solamente en 
calidad de gobernadores locales, sino también como jueces sin formación formal 
de primera instancia judicial en sus respectivas zonas de residencia, teniendo una 
importante independencia burocrática hasta el final del período estudiado. En 
consecuencia, sujetos de distintos estratos sociales, principalmente propietarios 
medios y medios altos, accedieron a la justicia formal lega como una alternativa 
viable para concluir, esclarecer y resolver sus disputas interpersonales, ante 
sujetos con un grado importante de reconocimiento y prestigio social local.  
Así, la presente tesis problematizó el papel que jugó la justicia lega en tales 
negociaciones en cuanto a las propiedades en disputa y/o heredadas, y sobre qué 
tipo de recursos utilizaron los actores involucrados para hacer valer sus derechos. 
De esta manera, se planteó mediante el análisis de fuentes documentales 
judiciales la profundización en un aspecto poco investigado a nivel histórico y 
que tiene directa relación con el actuar de la justicia formal en instancias iniciales 
y que está conectado a la figura del notable local, quien era el dador de justicia. 
De esta manera, se entiende a tales negociaciones analizadas, que dentro de un 
proceso judicial formal funcionaron como mecanismos que permitió entender 
una serie de importantes elementos donde se pudieron incluir los intereses, las 
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alternativas, los resultados, costos y la puesta en práctica de los resultados de las 
negociaciones en torno a la tierra. 
Asimismo, a través de este trabajo se procuró deducir el rol que jugó la 
negociación en la justicia local en las disputas de propiedades rurales entre los 
años 1800 a 1830 en la zona de Colchagua deduciendo el actuar de cada una de 
las partes involucradas, nociones de propiedad que utilizaban pruebas para 
sostener sus argumentos, además de dar a conocer qué rol cumplió el juez lego en 
las causas y otros miembros pertenecientes al engranaje burocrático organizado 
entorno a los juicios de primera instancia analizados.  
Igualmente, se pretendió identificar los sectores sociales que accedieron a la 
justicia local para legitimar la posesión de sus propiedades.  
No deja de ser llamativo, que buena parte de los predios citados 
correspondieron a extensiones de tierra relativamente pequeñas (entrando en la 
categoría de pequeñas y medianas) y que no se relacionaron directamente con 
grandes predios que pudieron entrar en la categoría de haciendas.  De esta 
manera, podemos señalar que estamos ante la presencia de sujetos sociales 
relativamente desconocidos y poco estudiados. Estuvimos analizando el 
comportamiento y desenvolvimiento social de un sector medio rural que pudo 
haberse desenvuelto en diversas labores productivas, donde la posesión de la 
tierra podría haber significado un importante grado de independencia tanto 
económica como de prestigio dentro de la sociedad colchagüina, lo que su 
ausencia podría haber significado no solamente la pérdida de su categoría social 
sino un importante peligro para la subsistencia familiar debido a la escasez de 
predios agrícolas para comienzos del siglo XIX. 
Así se fue desarrollando a lo largo de los capítulos de la presente tesis, el 
origen y desarrollo de la organización administrativa del valle de Colchagua 
durante el período colonial e inicios del republicano, el que fue el elemento 
central para poder analizar los cambios económicos y sociales acaecidos en el 
área previamente citada. Sin esta noción, difícilmente podríamos haber aplicado 
criterios de diferenciación y particularidades al comportamiento social de esta 
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comunidad local. Esto permitió que se pudiera desarrollar de manera más 
ordenada el origen y evolución histórica de la sociedad colchagüina, de acuerdo 
con los diferentes estratos sociales existentes, pasando desde la figura de los 
hacendados y aquellos que actuaron como jueces legos, sujetos de sectores 
medios rurales y finalmente los inquilinos, peones y vagabundos.  
De la misma manera, esta investigación pretendió con éxito señalar cuáles 
fueron las características económicas de la zona de Colchagua desde el siglo XVI 
al XIX. Sin lugar a duda, fue uno de los aspectos menos complejos de la 
investigación, debido a la abundancia de material histórico relacionado con la 
economía rural chilena pero que se relacionaba con el desarrollo económico de 
toda la zona central del país. Así, podemos concluir que después de haber tenido 
en un inicio una actividad económica poco definida durante el período de la 
encomienda, partir del reparto de mercedes de tierras a partir del siglo XVII, el 
área fue desarrollando características económicas propias que permitieron el 
desarrollo de una economía tanto ganadera como agrícola. 
De la misma manera, se pudo identificar las principales características del 
poder hacendal en la conformación de su red social en la administración y 
justicia local durante el primer tercio del siglo XIX. En este sentido, se tuvo que 
reconstruir el funcionamiento de la justicia en primera instancia y el rol que 
cumplieron los jueces legos durante los juicios. Así, se pudo establecer las 
características personales de los jueces administrativos y el rol que tuvo al 
momento de hacer justicia. También se pudo establecer la función que cumplió el 
mismo Estado en la promoción de este poder hacendal, ya que se fue 
construyendo tanto de facto como a nivel formal, convirtiéndose estos sujetos en 
amos, jueces y legisladores de los habitantes que residían en sus áreas 
jurisdiccionales.  
También, mediante el análisis de las fuentes primarias que hacen mención a 
los litigios judiciales señalados en el capitulo dos se han identificado cuales 
fueron los principales argumentos en los juicios en Colchagua sobre: mejores 
derechos, particiones, herencias y ocupaciones ilegales. Cabe mencionar que los 
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bienes raíces en la mayoría de los casos correspondieron a personas fallecidas, 
que por muy pequeños y rústicos, muchas veces estos necesitaban de la 
intervención de una juez para poder legalizar, legitimar y normalizar la posesión 
de sus legítimos derechos, ya sea por la falta de seguridad jurídica respecto a 
otros parientes o por la falta de claridad sobre la legalidad de una posesión que 
no era originalmente de ellos, sino que era recibida por una sucesión directa pero 
ante la falta de seguridad preferían acudir a la justicia que legitimaba su disfrute.  
Finalmente, en relación con la evaluación sobre el papel que tuvo la 
negociación entre los litigantes en disputas por el acceso y uso de la propiedad 
agrícola podemos señalar que se problematizó el papel que jugó la justicia lega 
tales negociaciones en cuanto a las propiedades en disputa y/o heredadas, y sobre 
el tipo de recursos utilizados por los actores involucrados para hacer valer sus 
respectivos derechos. Así podemos concluir que la negociación hizo referencia a 
un esfuerzo, donde las partes buscaron construir y desarrollar algún tipo de 
argumento a beneficio personal con la mediación de una autoridad impuesta y 
legitimada socialmente mediante sus actuaciones y posición social.  
En relación con la hipótesis de la presente investigación, en esta tesis se 
pudo demostrar que durante las primeras tres décadas del siglo XIX en 
Colchagua, tanto la administración imperial local motivadas por las reformas 
borbónicas durante el siglo XVIII y la administración republicana durante la 
primera década de independencia, reforzaron el poder de los notables locales 
debido a que este grupo social ejerció la administración de justicia en primera 
instancia validando formalmente su posición con respecto al resto de la 
población. Esta validación finalmente se llevó a cabo ya que los grupos medios 
rurales acudieron ante esta justicia lega. Es así, como se configuró una tradición 
jurídica local con características y un lenguaje propio, donde las instancias de 
resolución y negociación se orientaron a los acuerdos, en donde la costumbre 
más los rudimentarios marcos legales fueron determinantes para la resolución de 
los eventos jurídicos.  De la misma manera, es importante señalar que muchas 
veces los jueces legos, a pesar de sus rudimentarias nociones jurídicas intentaron 
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realizar su labor con la idea de generar justicia y entendimiento entre las partes. 
Tal como señaló el juez Ramón Herrera a Narciso Fariña la decisión más 
plausible es que el juez siempre deba emplear su seguridad y prudencia al 
momento de tomar una decisión
192
 lo que refleja la responsabilidad y confianza 
que poseían estas autoridades ante las comunidades locales, de las cuales ellos 
también eran originarios. 
Así existió una coherencia entre la estructura social y económica establecida 
en el área citada, porque debido a la obligación que tenían las partes en conflictos 
de asistir en primeras instancias ante jueces de conciliación, terminó por validar 
institucionalmente, el poder de facto que poseían estos notables locales. 
Asimismo, la formación de esta red social local aseguró la mantención a largo 
plazo de este poder local, porque se veía a la autoridad como aquella instancia 
donde se generaba la posibilidad y oportunidad de solucionar y reclamar justicia 
entre iguales. Por eso no deja de ser llamativo, que uno de los ideales de los 
jueces era desempeñarse ante todo con seguridad y prudencia al momento de 
tomar una decisión.  
Dentro de los desafíos que quedan para investigaciones futuras está el 
profundizar sobre la vida y mentalidad de los grupos campesinos intermedios que 
fueron propietarios y que no han sido mayormente estudiados o analizados su 
origen y desarrollo por parte de la historiografía nacional. Además, queda aún 
pendiente el rol cumplieron estos sujetos dentro de la estructura social rural, tanto 
a nivel político como económico y qué función tuvieron estos sectores en la 
construcción del Estado chileno durante el siglo XIX. Por otra parte, queda aún 
pendiente, aún definir realizar investigaciones en torno a la historia de la justicia 
en Chile a nivel de primera instancia durante etapas donde han escaseado 
trabajos como el período colonial y la primera mitad del siglo XIX.   
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